
No 
FECHA 

FIJACION 
ESTADO 

JDO NI CONDENADO  DELITO FECHA DECISION 

1 17 2 34800 JAIRO RODRIGUEZ ORTEGA INASISTENCIA ALIMENTARIA 01-08-23 
REVOCA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA 

PENA 

2 17 7 24825 DARWIN ALEXIS  IBARRA BRAN HURTO 10-01-24 CONCEDER  LIBERTAD CONDICIONAL 

3 17 6 7719 luis laureano muñoz  PORTE DE ARMAS Y MUNICIONES  14-12-23 DESACUMULACIO DE PROCESOS  

4 17 6 20206 EDINSON ALBERTO LONDOÑO  HOMICIDIO AGRAVADO  13-12-23 REDENCION  

5 17 6 37160 MANUEL ANTONIO CASTILLA HERNANDEZ  HURTO CALIFICVADO Y AGRAVADO  14-12-23 REDENCION  

6 17 6 6886 CARLOS ILICH DIAZ RAMIREZ  HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO  26-12-23 REDOSIFICACION  

7 17 6 14570 WILLIAM JAVIER MOLINA DIAZ  HOMICIDIO AGRAVADO  26-12-23 REDOSIFICACION  

7 17 6 5044 JOSE JAIMES TAVERA  ABUSO DE CONFIANZA  20-12-23 REVOCA SUSPENSION CONDICIONAL 

8 17 6 33023 WILMAR FABIAN CASTRO BELTRAN  LESIONES PERSONALES CULPOSAS AGRAVADAS 20-12-23 REVOCA SUSPENSION CONDICIONAL 

9 17 6 25716 BRAYAN GALEZO SIMANCA  VIOLENCIA INTRAFAMILIAR  19-12-23 REDENCION  

10 17 6 22068 RITO ANTONIO OCHOA VILLAMIZAR  INASISTENCIA ALIMENTARIA 20-12-23 REVOCA SUSPENSION CONDICIONAL 

11 17 6 24112 ALFREDO CAMACHO MALAVER  INASISTENCIA ALIMENTARIA 21-12-23 REVOCA SUSPENSION CONDICIONAL 

12 17 7 14352 ALVEIRO CARREÑO MALAVER  HOMICIDIO AGRAVADO  10-01-24 REDENCION - NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL  

13 17 7 31180 JAIRZINIO GRANADOS GRANADOS ACTO SEXUAL CON MWENOR DE 14 AÑOS Y OTRO 10-01-23 NEGAR  LIBERTAD CONDICIONAL 

14 17 7 28219 EDWIN JOSE FRANCO ALVARADO  HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO  10-01-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL  

15 17 2 10769 REINALDO AGUILAR ARDILA 
FABRICACIÓN, TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE 

ARMAS 
01-09-23 

REVOCA SUSPENSIÓN CONDICIONAL DE LA EJECUCIÓN DE LA 
PENA 

16 17 3 4869 JOHN EDWARD PATIÑO RIATIGA HOMICIDIO AGRAVADO Y OTROS 05-01-24 NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

17 17 3 39982 EDGAR JESÚS MARTÍNEZ LINERO HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 05-01-24 CONCEDE PRISIÓN DOMICILIARIA 

18 17 7 14867 CARLOS ALBERTO SARMIENTO PICO HOMICIDIO AGRAVADO 10-01-24 REDIME PENA Y CONCEDE PRISIÓN DOMICILIARIA 

19 
17 4 35611 JUAN PABLLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS RECEPTACIÓN 10-01-24 

NO REVOCA PRISIÓN DOMICILIARIA - CONCEDE LIBERTAD 
CONDICIONAL 

20 17 7 39660 WILLIAM INOCENCIO LOMBANA HOMICIDIO SIMPLE 10-01-24 CONCEDE LIBERTAD CONDICIONAL 

21 17 2 27977 WILLIAM ESTIWAR HERANANDEZ RAMIREZ RECEPTACIÓN 15-06-23 INICIA TRÁMITE 477 CPP 

22 17 2 5946 CARMEN YELITZA DOMINGUEZ BROKATE 
FABRICACIÓN, TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE 

ARMAS 
14-04-23 INICIA TRÁMITE 477 CPP 

23 17 2 2403 SERGIO RICTACUA GUERRERO INASISTENCIA ALIMENTARIA 20-12-22 INICIA TRÁMITE 477 CPP 

24 17 7 8473 BRAYAN ANTONIO DIAZ GAMBOA 
HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO EN GRADO DE 

TENTATIVA 
10-01-24 CONCEDE REDENCION Y NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

25 17 7 16236 DARWIN JESUS NIEVES FIGUEROA 
FABRICACION, TRAFICO O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
10-01-24 NEGAR LIBERTAD CONDICIONAL 

26 17 7 16236 FABER MAURICIO TORRES LEAL 
FABRICACION, TRAFICO O PORTE DE 

ESTUPEFACIENTES 
10-01-24 NEGAR LIBERTAD CONDICIONAL 



27 17 5 32303 ELKIN SNEIDER CUENTAS SALAZAR HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO 15-11-23 REVOCA PRISION DOMICILIARIA 

28 17 5 33766 JUAN PABLO SANCHEZ VANEGAS HOMICIDIO AGRAVADO 26-12-23 REDENCION DE PENA 

29 17 5 25833 LUIS ALBERTO BARROS NIETO HOMICIDIO 26-12-23 REDENCION DE PENA 

30 17 6 37363 MANUEL ALEJANDRO CORREA QUINTERO  HURTO CALIFICADO  09-01-24 EXTINCION  

31 17 1 33255 ANGELICA SOFIA BARON PORTE DE ETUPEFACIENTES 11-01-24 CONCEDER LIBERTAD CONDICIONAL 

32 17 1 8915 ROBERT CONTRERAS HERNANDEZ PORTE DE ARMAS 07-12-23 EXTIBNCION DE LA PENA 

33 17 4 13189 JHONATHAN RIVERA BLANCO  HURTO CALIFICADO  09-01-24 NIEGA PRSIION DOMICILIARIA  

34 17 4 11104 JOSE EDGAR GARCIA MARTINEZ ACTO SEXUAL CON MENOR DE 14 AÑOS 27-12-23 RECONOCER REDENCION DE PENA 
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JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, diez (10) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
ASUNTO Redención de pena y libertad condicional 

RADICADO NI 8473 

(CUI 680016000159202301167) 

EXPEDIENTE  FISICO 
 

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO 

(A) 

BRAYAN ANTONIO DIAZ GAMBOA CEDULA 1.005.152.358 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA 

BIEN JURIDICO PATRIMONIO ECONOMICO LEY906/2004 
 

LEY 600/2000  LEY 1826/2017 X 

 
MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver la solicitud de redención de pena y libertad condicional deprecada a favor de BRAYAN 

ANTONIO DIAZ GAMBOA identificado con la C.C. 1.005.152.358, quien se encuentra privado de la 

libertad en el CPMS BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- BRAYAN ANTONIO DIAZ GAMBOA, cumple una pena de 15 meses de prisión, en virtud de la 

sentencia condenatoria proferida en su contra el 28 de abril de 2023, por el Juzgado Décimo Penal 

Municipal con funciones de conocimiento de Bucaramanga, como autor del delito de hurto calificado 

y agravado en grado de tentativa, negándole los subrogados penales. 

 

2.- El 27 de octubre de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 2022 y CSJAA23-156 del 

12 de abril de 2023. 

 

3. REDENCIÓN DE PENA 

 

Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

• Certificados de calificación de conducta 

 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 10/05/2023 a 09/11/2023 BUENA 

 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

18922717 29/05/2023 30/06/2023 42 ESTUDIO 18 1.5 

18998403 01/07/2023 30/09/2023 126 ESTUDIO 126 10.5 

TOTAL REDENCIÓN 12 



 
 
 

3.1.- Las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan al sentenciado 12 

días de redención por las actividades realizadas en el penal; atendiendo que la conducta del mismo 

ha sido calificada en el grado buena y su desempeño como sobresaliente, por lo que procede dicho 

reconocimiento con fundamento en lo normado en los artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.2.- Por otra parte, no se reconocen 24 horas de estudio consignadas en el certificado N° 

18922717, por cuanto su desempeño fue DEFICIENTE en el periodo comprendido del 01/06/2023 

al 30/06/2023, siendo indispensable la calificación de positiva para efectos de redención de pena. 

 

3.3.- La ajusticiada ha estado privada de la libertad por este proceso desde el 9 de febrero de 2023, 

por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 11 meses 1 días. 

 

3.4.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las redenciones atrás señaladas – el 

rematado ha descontado la cantidad de 11 meses 13 días. 

 

4. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 

 

4.1.- En esta oportunidad se solicita nuevamente la libertad condicional del enjuiciado acompañada 

de los siguientes documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificados de calificación de conducta, (iii) 

Resolución N° 410 00031 del 05 de noviembre de 2024 y, (iv) documentos de arraigo e, (v) informe 

de asistencia social. 

 

4.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a la 

libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de 

la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se exige el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena, 

(ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro 

de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de 

la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la víctima o se asegure 

el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo 

se demuestre insolvencia económica. 

 

4.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el instituto 

jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la exequibilidad 

condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña que la finalidad 

del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por fuera del centro de 

reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la conducta punible 

cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez de conocimiento en 

la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado 

de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en el caso concreto –lo 

cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su caso resulta innecesario 

continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 numeral 2° del código 



 
 
 

penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema penitenciario, cuya culminación es 

la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la enmienda y readaptación del delincuente y 

efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad rehabilitadora de la pena. La perspectiva en 

clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades de resocialización o reinserción social de la 

persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación, mientras la visión de 

seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento 

del condenado, que contrarrestan su reintegro a las dinámicas comunitarias…”1 

 

4.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que DIAZ GAMBOA cumple una condena de 15 meses de prisión, por lo que las 3/5 

partes equivalen a 9 meses, quantum que ya superó, dado que a la fecha ha cumplido 11 meses 

13 días contando el tiempo físico y las redenciones concedidas.  

 

4.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N° 410 00031 del 05 de enero de 

2024 expedida por el Director del CPMS BUCARAMANGA, en el que se emitió concepto favorable 

para conceder la libertad condicional al sentenciado e, igualmente, se anexó la cartilla biográfica en 

la que se observa que la conducta en el tiempo que ha estado privado de la libertad en razón de 

este proceso ha sido calificada como buena, por lo que debe considerarse superado este primer 

aspecto del requisito subjetivo. 

 

4.6.- En lo concerniente al segundo aspecto del ingrediente subjetivo, a saber, la valoración de la 

conducta punible, al efectuar el juicio de razonabilidad y proporcionalidad respecto a la necesidad 

de que el sentenciado continúe ejecutando la pena privativa de la libertad en el establecimiento de 

reclusión, si bien es cierto que, no puede obviarse la vulneración al bien jurídico del patrimonio 

económico, que atañe precisamente a la comunidad en general, tampoco resulta viable dejar de 

lado lo decantado por el Alto Tribunal Constitucional en Sentencia C-757 de 2014 que declaró 

exequible la expresión contenida en el art. 30 de la Ley 1709 de 2014, a través del cual se adujo 

que la valoración de la conducta punible que debe realizar el juez ejecutor debe sujetarse a las 

circunstancias, elementos y consideraciones dadas por el juez de conocimiento en la sentencia 

condenatoria, sean favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional, de forma 

precisa se refirió que: 

 

“48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución de penas 

valoren la conducta punible de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es 

exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de separación de 

poderes (C.P. art. 113) …50. Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido 

proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los jueces de ejecución de penas deben valorar 

la conducta punible para decidir sobre la libertad condicional sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, 

una norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas 

condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad condicional es exequible, 

siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas 

por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de la 

libertad condicional…51. Finalmente, la Corte concluye que los jueces de ejecución de penas y medidas de 

seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada de la expresión “previa valoración de la conducta 

punible” contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en que tal 

condicionamiento les sea más favorable a los condenados…” 

                                                           
1 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 



 
 
 

 

Mucho menos puede obviarse la finalidad de la gracia en comento, atinente a la posibilidad de 

resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde 

a máximas de rehabilitación en virtud del principio de progresividad en el tratamiento punitivo, desde 

esa óptica la valoración de la conducta no ha de ser entendida como la reedición de esta, pues ello 

supondría juzgar de nuevo lo que en su momento definió el funcionario judicial de conocimiento en 

la fase de imposición de la sanción, tampoco implica la consideración de la gravedad en abstracto 

del ilícito, pues todo ello trasegaría contra el principio de la dignidad humana, lo que se pretende 

con la consagración del beneficio no es nada distinto a acentuar en fin resocializador de la pena, 

que tiene como norte la posibilidad cierta del sentenciado de recuperar su libertad y reintegrarse al 

tejido social antes del cumplimiento total de la pena.  

 

Ahora bien, en el presente evento, no puede dejarse de lado que el sentenciado aceptó su 

responsabilidad en el delito atribuido, reconoció su falta y se sometió poder punitivo del Estado, 

adicionalmente, debe resaltarse su buen desempeño y comportamiento durante el tiempo que ha 

permanecido privado de la libertad, forjando su proceso de resocialización, con miras a retornar a 

la sociedad y serle útil, circunstancias éstas que llevaron a que el penal conceptuara favorablemente 

la concesión del subrogado. 

 

Lo anterior lleva a concluir que los principios de la justicia restaurativa se vienen haciendo efectivos 

en DIAZ GAMBOA, pues no sólo aceptó su falta y reconoció el daño causado con su actuar, lo cual 

demuestra que se viene superando, hace percibir una actitud de readaptación y enmienda durante 

la permanencia en el centro de reclusión; circunstancias todas que llevan a concluir un pronóstico 

favorable de rehabilitación. 

 

4.7.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social no se allegó documento 

alguno, así las cosas, al no contar con la documentación necesaria, se imposibilita realizar el juicio 

de razonabilidad y proporcionalidad que exige la norma frente al comportamiento del sentenciado y 

el cumplimiento de los requisitos que se exigen para acceder a la gracia deprecada. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECONOCER a favor de BRAYAN ANTONIO DIAZ GAMBOA, un periodo de redención 

de DOCE DÍAS (12 días) por las actividades realizadas durante la privación de su libertad. 

 

SEGUNDO: DECLARAR que BRAYAN ANTONIO DIAZ GAMBOA ha cumplido una penalidad de 

ONCE MESES TRECE DÍAS DE PRISIÓN (11 meses 13 días), teniendo en cuenta la detención 

física y la redención de pena reconocida. 



 
 
 

 

TERCERO: NEGAR al sentenciado BRAYAN ANTONIO DIAZ GAMBOA la LIBERTAD 

CONDICIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 
GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA 

Juez 
 

 

































 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, diez (10) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
ASUNTO Redención de pena y prisión domiciliaria 

RADICADO NI 14867 

(CUI 680016000000200700062) 

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) CARLOS ALBERTO SARMIENTO PICO CEDULA 13.874.596 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPAMS GIRON 

BIEN JURIDICO VIDA LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 
MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver la solicitud de redención de pena y prisión domiciliaria deprecada a favor CARLOS 

ALBERTO SARMIENTO PICO identificado con la C.C. 31.874.596, quien se encuentra privado de 

la libertad en el CPAMS GIRON. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- CARLOS ALBERTO SARMIENTO PICO, cumple una pena de 480 meses de prisión, en virtud 

de la sentencia condenatoria proferida en su contra el 23 de enero de 2008, por el Juzgado Primero 

Penal del Circuito Especializado de Bucaramanga, como autor del delito de homicidio agravado; 

negándole los subrogados penales. Decisión confirmada el 7 de mayo de 2008 por el H. Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga – Sala Penal –. 

 

2.- El 13 de octubre de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 20232. 

 

3. REDENCIÓN DE PENA 

 

Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

 
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

16356215 01/05/2016 31/07/2016 354 ESTUDIO 354 29.5 

16745517 01/07/2017 30/09/2017 330 ESTUDIO 72.2 6.01 

16810181 01/10/2017 31/12/2017 360 ESTUDIO 360 30 

16913032 01/01/2018 22/03/2018 126 ESTUDIO 126 10.5 

16913032 23/03/2018 31/03/2018 32 TRABAJO 32 2 



 
 
 

 

• Certificados de calificación de conducta 

 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 12/03/2016 a 11/09/2016 EJEMPLAR 

CONSTANCIA 12/06/2017 a 11/09/2017 REGULAR 

CONSTANCIA 12/09/2017 a 11/06/2018 BUENA 

CONSTANCIA 27/01/2022 a 30/09/2023 BUENA 

 

3.1.- Así las cosas, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan al 

sentenciado 270.51 días (9 meses 0.51 días) de redención por las actividades realizadas en el 

penal; atendiendo que la conducta del mismo ha sido calificada en el grado ejemplar y su 

desempeño como sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento en lo 

normado en los artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.2.- De conformidad con el art. 101 ibidem no se reconocen 257.8 horas de estudio del certificado 

N° 16745517, por cuanto su conducta fue REGULAR en el periodo comprendido entre el 12/06/2017 

al 11/09/2017. 

 

3.3- El ajusticiado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 03 de mayo de 2007, 

por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 200 meses 7 días. 

 

En sede de redenciones debe sumarse las siguientes: i) 13 meses 3.5 días el 20 de febrero de 

2013, ii) 10 meses 7 días el 14 de enero de 2016, iii) 14 días el 11 de junio de 2019, iv) 5 meses 3 

días el 19 de junio de 2020, v) 6 meses 5 días el 08 de septiembre de 2021, vi) 4 meses 3.5 días el 

05 de diciembre de 2022 y, vii) 9 meses 0.51 días en este auto, que arrojan un total de 48 meses 

6.51 días. 

 

Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las redenciones atrás señaladas – el rematado 

ha descontado la cantidad de 248 meses 13.51 días. 

 

4.- DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA 

 

4.1.- El sentenciado solicitó que se le otorgue la prisión domiciliaria de conformidad con el artículo 

38 G de la ley 599 de 2000, que reza: 

 

18778361 01/04/2022 09/11/2022 852 ESTUDIO 852 71 

18778361 10/11/2022 31/12/2022 336 TRABAJO 336 21 

18866112 01/01/2023 31/03/2023 584 TRABAJO 584 36.5 

18935176 01/04/2023 30/06/2023 544 TRABAJO 544 34 

19037793 01/07/2023 18/09/2023 480 TRABAJO 480 30 

TOTAL REDIMIDO 270.51 



 
 
 

“ARTÍCULO 38G. La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de residencia o 

morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los presupuestos 

contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en los casos en que el 

condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en que fue sentenciado por alguno 

de los siguientes delitos: genocidio; contra el derecho internacional humanitario; desaparición forzada; 

secuestro extorsivo; tortura; desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la 

comisión de delitos; tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación 

sexuales; extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 

funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 

organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; financiación 

del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; fabricación, tráfico y porte 

de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas armadas o explosivos; delitos 

relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados en el artículo 375 y el inciso 2o del 

artículo 376 del presente código…” 

 

A su vez los numerales 3 y 4 del artículo 38 B adicionado por el artículo 23 de la Ley 1709 de 2014, 

a los cuales remite esta norma, señalan: 

 

“3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado…En todo caso corresponde al juez de 

conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba allegados a la actuación 

la existencia o inexistencia del arraigo……4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las 

siguientes obligaciones: a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial; b) Que 

dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la 

indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, 

salvo que demuestre insolvencia; c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el 

cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para ello; d) Permitir la entrada a la residencia de los 

servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la reclusión. Además deberá 

cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas en los 

reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez 

de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad…” 

 

4.2.- Respecto del cumplimiento de los requisitos delimitados por el legislador se tiene lo siguiente: 

 

4.2.1.- En lo que respecta al requisito objetivo del cumplimiento de la mitad de la condena, esto es, 

240 meses, y a la fecha ha descontado entre detención física y redenciones de pena un tiempo 

equivalente a 248 meses 13.51 días, monto que a la luz de la norma permite afirmar que ha 

cumplido con este requisito objetivo. 

 

4.2.2.- Igualmente debe decirse que el delito el que se encuentra condenado, a saber, homicidio 

agravado, no se enmarca dentro de las prohibiciones del artículo 28 de la ley 1709 de 2014 que 

adicionó el artículo 38 G de la ley 599 de 2000. 

 

4.2.3.- En lo que respecta al arraigo, la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria ha 

establecido que supone “la existencia de un vínculo del procesado con el lugar donde reside, lo cual se 

acredita con distintos elementos de juicio, entre otros, tener una residencia fija y estable, vivir en ella junto 

con la familia y estar presto a atender el requerimiento de las autoridades…"3, concepto que reiteró y aclaró 

para el especifico tema que se debate, en los siguientes términos: 

 
3 Sentencia del 25 de mayo de 2015. Rad. 29581 (SP6348-2015) 



 
 
 

 

“…se relaciona con el vínculo -en este caso del sentenciado-, con el lugar donde reside o residirá, y no de la 

zozobra e intranquilidad de la comunidad o, de la amenaza que constituye para la sociedad el otorgamiento 

del subrogado penal de la prisión domiciliaria, categorías distintas al actual instituto jurídico en estudio 

(establecido en los artículos 38B y 38G del CP) y que más bien se inscriben en el modificado artículo 38 

(antes de la reforma introducida por la Ley 1709 de 2014) del mismo estatuto sustantivo de las penas, como 

quiera que allí sí se decía: "que el desempeño personal, laboral, familiar o social del sentenciado permita al 

juez deducir seria, fundada y motivadamente que no colocará en peligro a la comunidad y que no evadirá el 

cumplimiento de la pena…"4. 

 

4.2.4.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se allegó (i) recibo 

público de la empresa VANTI respecto del domicilio ubicado en la CARRERA 10A #89-007, 

SECTOR DE LA CIUDADELA DE BUCARAMANGA, (ii) certificado de residencia suscrita por el 

presidente de la acción comunal del barrio África de esta ciudad quien afirma que el condenado es 

vecino de la comunidad desde hace 30 años y, (iii) referencia personal suscrita por Yeimy Johana 

Gómez Sarmiento quien informa ser la hermanastra del penado y da buenas referencias del mismo 

aunando que residirá en el mismo domicilio donde tiene habilitado el permiso administrativo de 

hasta 72 horas, es decir, el inmueble ubicado en la CARRERA 10A #69-08 BARRIO AFRICA DE 

BUCARAMANGA, por lo anterior se advierte superado este requisito. 

 

4.2.5.- Si bien el numeral 4, literal b, del art. 38B del C. Penal señala: “b) Que dentro del término que 

fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización debe asegurarse 

mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 

insolvencia;”, debemos entender que esta es una de las obligaciones que adquiere el beneficiario de 

la prisión domiciliaria y cuyo cumplimiento se garantiza con la caución que se le imponga como lo 

exige el citado numeral. Además, acorde con el artículo 132 de la Ley 906 de 2004, víctima es 

aquella persona, natural o jurídica, que individual o colectivamente hubiere sufrido algún daño 

concreto, específico, como consecuencia del injusto. En este caso el bien jurídico vulnerado es la 

salud pública cuya víctima es el conglomerado social, no existe una persona reconocida como 

víctima que haya sufrido un daño real y concreto. 

 

“Para acreditar la condición de víctima se requiere que haya un daño real, concreto y específico cualquiera 

que sea la naturaleza de éste, que legitime la participación de la víctima o de los perjudicados en el proceso 

penal para buscar la verdad y la justicia, el cual ha de ser apreciado por las autoridades judiciales en cada 

caso. Demostrada la calidad de víctima, o en general que la persona ha sufrido un daño real, concreto y 

específico, cualquiera sea la naturaleza de éste, está legitimada para constituirse en parte civil, y puede 

orientar su pretensión a obtener exclusivamente la realización de la justicia, y la búsqueda de la verdad, 

dejando de lado cualquier objetivo patrimonial” 5. 

 

4.2.6.- Corolario de lo anterior, este Despacho concederá la prisión domiciliaria a SARMIENTO 

PICO, conforme las motivaciones que se dejaron expuestas en precedencia, previa caución 

prendaria por valor real de tres salarios mínimos legales mensuales vigentes (3 SMLMV) que deberá 

ser consignada en la cuenta judicial del Banco Agrario de este Despacho No. 680012037007; con 

la cual garantice las siguientes obligaciones: 

 
4 Sentencia del 23 de agosto de 2017. Rad. 93423 (STP13145-2017) 
5 Corte Constitucional, sentencia C-516/07. 



 
 
 

 

“a) No cambiar de residencia sin autorización previa del funcionario judicial; 

b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la 

indemnización debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, 

salvo que demuestre insolvencia; 

c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere 

requerido para ello; 

d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del 

cumplimiento de la reclusión. Además, deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido 

impuestas en la sentencia, las contenidas en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión 

domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad” 

 

5.- Advertir al amparado que, si violare cualquiera de las anteriores obligaciones, sería revocado el 

mecanismo y tendría que cumplir la pena de forma intramural6. Igualmente, ordenar que el sustituto 

de la prisión domiciliaria se acompañe del brazalete electrónico, si no existiere disponibilidad del 

mismo, deberá hacerse efectivo el sustituto y, posteriormente proveerse el mecanismo referido. 

 

Librar ORDEN DE CONDUCCIÓN al lugar de residencia, el cual se fijará en la CARRERA 10A #69-

08 BARRIO AFRICA en esta ciudad, una vez el condenado cumpla con los compromisos a su cargo 

de prestar caución y suscribir diligencia de compromiso. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE 

SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECONOCER al interno CARLOS ALBERTO SARMIENTO PICO, como redención de 

pena NUEVE MESES CERO PUNTO CINCUENTA Y UN DÍAS (9 meses 0.51 días) por las 

actividades realizadas durante la privación de su libertad. 

 

SEGUNDO: DECLARAR que CARLOS ALBERTO SARMIENTO PICO ha cumplido una penalidad 

de DOSCIENTOS CUARENTA Y OCHO MESES TRECE PUNTO CINCUENTA Y UN DÍAS DE 

PRISIÓN (248 meses 12.51 días), sumando el tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

TERCERO: CONCEDER el mecanismo sustitutivo de la PRISIÓN DOMICILIARIA a CARLOS 

ALBERTO SARMIENTO PICO, de conformidad con las motivaciones que se dejaron expuestas en 

precedencia, debiéndose imponer las obligaciones mencionadas y prestar caución prendaria por 

valor real de por valor real de tres salarios mínimos legales mensuales vigentes (3 SMLMV) que 

deberá ser consignada en la cuenta judicial del Banco Agrario de este Despacho No. 

680012037007; con la cual garantice las obligaciones referidas en la parte motiva de la decisión. 

ADVERTIR al sentenciado que si violare cualquiera de las anteriores obligaciones será revocado el 

mecanismo y tendrá que cumplir la pena de forma intramural. ORDENAR que el sustituto de la 

 
6 Artículo 486 de la Ley 600 de 2000. 

 



 
 
 

prisión domiciliaria se acompañe del brazalete electrónico, si no existiere disponibilidad del mismo, 

deberá hacerse efectiva la prisión domiciliaria y, posteriormente proveerse el mecanismo referido. 

 

CUARTO: LIBRAR ORDEN DE CONDUCCIÓN al lugar de residencia, el cual se fijará en la 

CARRERA 10A #69-08 BARRIO AFRICA de esta ciudad, una vez el condenado cumpla con los 

compromisos a su cargo de cancelar caución y suscribir diligencia de compromiso. 

 

QUINTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos de Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRES MORENO CASTAÑEDA 

Juez 

 



 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, diez (10) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
ASUNTO Libertad condicional y ampliacion trámite incidental del artículo 477 del C.P.P 

RADICADO NI 16236 

(CUI 680016100000202100016)  

EXPEDIENTE  FISICO 
 

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) DARWIN JESUS NIEVES FIGUEROA CEDULA 1.099.375.254 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA 

CALLE 7B #9-15 BARRIO BRISAS DE CAMPO ALEGRE DE LEBRIJA – SANTANDER 

BIEN JURIDICO SALUD PUBLICA  LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 
MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver la solicitud de libertad condicional deprecada a favor de DARWIN JESUS NIEVES 

FIGUEROA identificado con la C.C. 1.099.375.254, quien se encuentra privado de la libertad en su 

lugar de residencia ubicada en la CALLE 7B #9-15 BARRIO BRISAS DE CAMPO ALEGRE DE 

LEBRIJA – SANTANDER, bajo la vigilancia del CPMS BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- DARWIN JESUS NIEVES FIGUEROA, cumple una pena de 44 meses de prisión, en virtud de la 

sentencia condenatoria proferida en su contra el 20 de septiembre de 2021, por el Juzgado Once 

Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Bucaramanga, como autor del delito de 

fabricación, tráfico o porte de estupefacientes, negándole los subrogados penales. 

 

2.- El 03 de octubre de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 20232. 

 

3.- El ajusticiado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 22 de diciembre de 

2020, por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 36 meses 19 días. 

 

En sede de redenciones deben sumarse las siguientes: i) 2 meses 22.5 días el 15 de septiembre 

de 2023. 

 

Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y la redención atrás señalada – la sentenciada ha 

descontado la cantidad de 39 meses 11.5 días. 

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 



 
 
 

 

 

4. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 

 

4.1.- En esta oportunidad se solicita nuevamente la libertad condicional del enjuiciado acompañada 

de los siguientes documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificados de calificación de conducta y, (iii) 

Resolución N° 1707 del 19 de diciembre de 2023. 

 

4.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a la 

libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de 

la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se exige el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena, 

(ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro 

de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de 

la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la víctima o se asegure 

el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo 

se demuestre insolvencia económica. 

 

4.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el instituto 

jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la exequibilidad 

condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña que la finalidad 

del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por fuera del centro de 

reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la conducta punible 

cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez de conocimiento en 

la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado 

de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en el caso concreto –lo 

cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su caso resulta innecesario 

continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 numeral 2° del código 

penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema penitenciario, cuya culminación es 

la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la enmienda y readaptación del delincuente y 

efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad rehabilitadora de la pena. La perspectiva en 

clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades de resocialización o reinserción social de la 

persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación, mientras la visión de 

seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento 

del condenado, que contrarrestan su reintegro a las dinámicas comunitarias…”3 

 

4.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que NIEVES FIGUEROA cumple una condena de 44 meses de prisión, por lo que las 

3/5 partes equivalen a 24 meses 12 días, quantum que ya superó, dado que a la fecha ha cumplido 

39 meses 11.5 días contando el tiempo físico y las redenciones concedidas.  

 

4.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N° 1707 del 19 de diciembre de 

                                                           
3 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 



 
 
 

2023 expedida por el Director del CPMS BUCARAMANGA, en el que se emitió concepto 

desfavorable para conceder la libertad condicional al sentenciado e, igualmente, se anexó la cartilla 

biográfica en la que se observa que la conducta en el tiempo que ha estado privado de la libertad 

en razón de este proceso siempre ha sido calificada como ejemplar, no obstante, en la resolución 

desfavorable emitida por las directivas del panóptico se informa que el penado cuenta con múltiples 

reportes negativos de vigilancia electrónica razón por la cual no dieron su aval para la solicitud 

hecha por el sentenciado. 

 

En consecuencia, al no verse superado este requisito se hace inocuo estudiar los demás, por lo 

tanto, se negará – de momento – el subrogado deprecado por el sentenciado. 

 

5. DE LA AMPLIACION DEL TRÁMITE INCIDENTAL DEL ARTICULO 477 DEL C.P.P 

 

Mediante proveído del 03 de octubre de 2023 se dio apertura al trámite incidental de que trata el 

artículo 477 de la Ley 906 de 2004, como consecuencia del informe de novedad 2023EE0105766 

en el que se reportaron distintas transgresiones del sistema de vigilancia electrónica respecto del 

sentenciado. 

 

Se advierte que se presentaron un nuevos informes de transgresión de vigilancia electrónica así:  

(i) 2023EE0205026 respecto de los días del 19/10/2023 al 20/10/2023, (ii) 2023EE0210937 respecto 

de los días del 22/10/2023 al 26/10/2023, (iii) 2023EE0216161 respecto de los días del 30/10/2023 

al 02/11/2023, (iv) 2023EE0220262 respecto de los días del 07/11/2023 al 09/11/2023 y, (v) 

2023EE0228328 respecto de los días del 16/11/2023 al 20/11/2023. 

 

Por lo tanto, se dispone ampliar el trámite incidental y en garantía del derecho a la defensa dar 

aplicación al artículo 477 de la Ley 906 de 2004, en aras de estudiar posible revocatoria del sustituto 

de la prisión domiciliaria otorgada en la fase ejecutiva de la pena por el proceso vigilado por este 

Despacho. 

 

En consecuencia, por ante el CSA se ordena: (i) correr traslado del presente auto y del proferido el 

03 de octubre de 2023, con las constancias de rigor, al ajusticiado y a su apoderado, efectuándose 

las notificaciones por cualquier medio, para que dentro del término de tres (3) días siguientes a la 

notificación de los mismos presenten las explicaciones que consideren pertinentes y aporten las 

pruebas que pretendan hacer valer a su favor. 

 

Surtido lo anterior ingresen las diligencias al Despacho para resolver sobre la revocatoria del 

sustituto. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 



 
 
 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO: DECLARAR que DARWIN JESUS NIEVES FIGUEROA ha cumplido una penalidad de 

TREINTA Y NUEVE MESES ONCE PUNTO CINCO DÍAS DE PRISIÓN (39 meses 11.5 días), 

sumando el tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

SEGUNDO: NEGAR al sentenciado DARWIN JESUS NIEVES FIGUEROA la LIBERTAD 

CONDICIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

TERCERO: COMUNICAR a DARWIN JESUS NIEVES FIGUEROA y a su defensor de la 

AMPLIACIÓN DEL TRAMITE INCIDENTAL DEL ARTICURO 477 DEL C.P.P bajo las condiciones 

expuestas en precedencia. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA  

Juez 

 

 



 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, diez (10) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
ASUNTO Libertad condicional y apertura trámite incidental del artículo 477 del C.P.P 

RADICADO NI 16236 

(CUI 680016100000202100016)  

EXPEDIENTE  FISICO 
 

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) FABER MAURICIO TORRES LEAL CEDULA 1.099.374.014 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA 

CALLE 17 #14-35 BARRIO EL PINAR DEL MUNICIPIO DE LEBRIJA – SANTANDER 

BIEN JURIDICO SALUD PUBLICA  LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 
MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver la solicitud de libertad condicional deprecada a favor de FABER MAURICIO TORRES 

LEAL identificado con la C.C. 1.099.374.014, quien se encuentra privado de la libertad en su lugar 

de residencia ubicada en la CALLE 17 #14-35 BARRIO EL PINAR DEL MUNICIPIO DE LEBRIJA – 

SANTANDER, bajo la vigilancia del CPMS BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- FABER MAURICIO TORRES LEAL, cumple una pena de 44 meses de prisión, en virtud de la 

sentencia condenatoria proferida en su contra el 20 de septiembre de 2021, por el Juzgado Once 

Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Bucaramanga, como autor del delito de 

fabricación, tráfico o porte de estupefacientes, negándole los subrogados penales. 

 

2.- El 03 de octubre de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y CSJAA23-156 

del 12 de abril de 20232. 

 

3.- El ajusticiado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 22 de diciembre de 

2020, por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 36 meses 19 días. 

 

En sede de redenciones deben sumarse las siguientes: i) 2 meses 21.5 días el 15 de septiembre 

de 2023. 

 

Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y la redención atrás señalada – la sentenciada ha 

descontado la cantidad de 39 meses 10.5 días. 

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 



 
 
 

 

 

4. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 

 

4.1.- En esta oportunidad se solicita nuevamente la libertad condicional del enjuiciado acompañada 

de los siguientes documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificados de calificación de conducta y, (iii) 

Resolución N° 1701 del 19 de diciembre de 2023. 

 

4.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a la 

libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de 

la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se exige el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena, 

(ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro 

de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de 

la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la víctima o se asegure 

el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo 

se demuestre insolvencia económica. 

 

 

4.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el instituto 

jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la exequibilidad 

condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña que la finalidad 

del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por fuera del centro de 

reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la conducta punible 

cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez de conocimiento en 

la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado 

de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en el caso concreto –lo 

cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su caso resulta innecesario 

continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 numeral 2° del código 

penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema penitenciario, cuya culminación es 

la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la enmienda y readaptación del delincuente y 

efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad rehabilitadora de la pena. La perspectiva en 

clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades de resocialización o reinserción social de la 

persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación, mientras la visión de 

seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento 

del condenado, que contrarrestan su reintegro a las dinámicas comunitarias…”3 

 

4.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que TORRES LEAL cumple una condena de 44 meses de prisión, por lo que las 3/5 

partes equivalen a 24 meses 12 días, quantum que ya superó, dado que a la fecha ha cumplido 39 

meses 10.5 días contando el tiempo físico y las redenciones concedidas.  

 

                                                           
3 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 



 
 
 

4.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N° 1701 del 19 de diciembre de 

2023 expedida por el Director del CPMS BUCARAMANGA, en el que se emitió concepto 

desfavorable para conceder la libertad condicional al sentenciado e, igualmente, se anexó la cartilla 

biográfica en la que se observa que la conducta en el tiempo que ha estado privado de la libertad 

en razón de este proceso siempre ha sido calificada como buena y ejemplar, no obstante, en la 

resolución desfavorable emitida por las directivas del panóptico se informa que el penado cuenta 

con múltiples reportes negativos de vigilancia electrónica razón por la cual no dieron su aval para la 

solicitud hecha por el sentenciado. 

 

En consecuencia, al no verse superado este requisito se hace inocuo estudiar los demás, por lo 

tanto, se negará – de momento – el subrogado deprecado por el sentenciado. 

 

5. DE LA APERTURA DEL TRÁMITE INCIDENTAL DEL ARTICULO 477 DEL C.P.P 

 

Revisado el expediente obran informes del CERVI-ARVIE del INPEC en donde informan reportes 

negativos de vigilancia, mediante oficios 2023EE0198533 del 12/10/2023, 2023EE0204741 del 

20/10/2023, 2023EE0212591 del 30/10/2023 y 2023EE0223184 del 14/11/2023, en los que se 

indicó que el sistema tipo GPS correspondiente al interno FABER MAURICIO TORRES LEAL 

identificado con C.C. 1.099.374.014, REPORTA DISTINTAS TRASGRESIONES, de igual forma, se 

advierte que, el dispositivo en múltiples oportunidades se mostró sin batería. 

 

En garantía del derecho a la defensa dar aplicación al artículo 477 de la Ley 906 de 2004, en aras 

de estudiar posible revocatoria de la prisión domiciliaria otorgada, se correrá traslado del respectivo 

informe, con las constancias de rigor, a FABER MAURICIO TORRES LEAL identificado con C.C. 

1.099.374.014 ubicado en la CALLE 17 #14-35 BARRIO EL PINAR DEL MUNICIPIO DE LEBRIJA 

– SANTANDER, así mismo a la Defensoría Pública a fin que asigne un defensor para que abogue 

por los intereses del penado y, una vez designado, dentro del término de tres (3) días presenten las 

explicaciones que consideren pertinentes y aporten las pruebas que pretendan hacer valer a su 

favor, tras incumplir la prisión domiciliaria vigilada por este Despacho Judicial. 

 

Surtido lo anterior ingresen las diligencias al Despacho para resolver sobre la revocatoria del 

sustituto. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 
 

PRIMERO: DECLARAR que FABER MAURICIO TORRES LEAL ha cumplido una penalidad de 

TREINTA Y NUEVE MESES DIEZ PUNTO CINCO DÍAS DE PRISIÓN (39 meses 10.5 días), 

sumando el tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 



 
 
 

SEGUNDO: NEGAR al sentenciado FABER MAURICIO TORRES LEAL la LIBERTAD 

CONDICIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva. 

 

TERCERO: COMUNICAR a FABER MAURICIO TORRES LEAL y a su defensor(a) de la 

APERTURA DEL TRAMITE INCIDENTAL DEL ARTICURO 477 DEL C.P.P bajo las condiciones 

expuestas en precedencia. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRÉS MORENO CASTAÑEDA  

Juez 
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JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD 

 

Bucaramanga, diez (10) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
ASUNTO Libertad condicional 

RADICADO NI 28219 

(CUI 680816000135201300349) 

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) EDWIN JOSE FRANCO ALVARADO CEDULA 1.096.188.643 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BARRANCABERMEJA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA 

BARRIO 12 DE AGOSTO, MANZANA 1, LOTE 21, COMUNA 3 DE BARRANCABERMEJA – 

SANTANDER 

BIEN JURIDICO PATRIMONIO ECONOMICO LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 
MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver la solicitud de libertad condicional deprecada a favor EDWIN JOSE FRANCO ALVARADO 

identificado con la C.C. 1.096.188.643, quien se encuentra privado de la libertad en su lugar de 

domicilio ubicado en el BARRIO 12 DE AGOSTO, MANZANA 1, LOTE 21, COMUNA 3 DE 

BARRANCABERMEJA, vigilado el CPMS BARRANCABERMEJA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- EDWIN JOSE FRANCO ALVARADO, cumple una pena de 228 meses de prisión, en virtud de la 

sentencia condenatoria proferida en su contra el 11 de diciembre de 2014, por el Juzgado Tercero 

Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Barrancabermeja, como autor del delito de 

hurto calificado y agravado en concurso con tráfico, fabricación, porte o tenencia de armas de fuego; 

negándosele los subrogados penales. Decisión confirmada el 24 de octubre de 2016 por el H. 

Tribunal Superior del Distrito Judicial de Bucaramanga – Sala Penal –. 

 

1.1.- En auto del 22 de junio de 2021 el Juzgado Tercero homólogo de esta ciudad le concedió el 

permiso administrativo de hasta 72 horas, por otra parte, el 26 de octubre del 2021 el referido 

Despacho le otorgó el sustituto de la prisión domiciliaria. 

 

2.- El 23 de noviembre de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de 

conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 20221 y 

CSJAA23-156 del 12 de abril de 20232. 

 

3.- El ajusticiado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 10 de marzo de 2013, 

por lo que a la fecha ha descontado un término físico de 130 meses. 

 

                                                           
1 Expedido por el Consejo Superior de la Judicatura 
2 Expedido por el Consejo Seccional de la Judicatura de Santander 



 
 
 

3.4.- En sede de redenciones deben sumarse las siguientes: (i) 1 mes 27 días el 09 de agosto de 

2017, (ii) 5 meses 26.5 días el 18 de febrero de 2019, (iii) 1 mes 17 días el 21 de junio de 2021, (iv) 

2 meses 4.5 días el 21 de octubre de 2021 y (v) 7 meses 15.5 días el 21 de febrero de 2022, que 

arrojan un total de 17 meses 11.5 días.  

 

3.5.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las redenciones atrás señaladas – el 

rematado ha descontado la cantidad de 147 meses 11.5 días. 

 

4. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL  

 

4.1.- En esta oportunidad se solicita nuevamente la libertad condicional del enjuiciado acompañada 

de los siguientes documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificados de calificación de conducta y, (iii) 

Resolución N° 1687 del 19 de diciembre de 2023. 

 

4.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a la 

libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de 

la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se exige el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena, 

(ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro 

de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de 

la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la víctima o se asegure 

el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo 

se demuestre insolvencia económica. 

 

4.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el instituto 

jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la exequibilidad 

condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña que la finalidad 

del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por fuera del centro de 

reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la conducta punible 

cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez de conocimiento en 

la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado 

de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en el caso concreto –lo 

cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su caso resulta innecesario 

continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 numeral 2° del código 

penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema penitenciario, cuya culminación es 

la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la enmienda y readaptación del delincuente y 

efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad rehabilitadora de la pena. La perspectiva en 

clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades de resocialización o reinserción social de la 

persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación, mientras la visión de 

seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento 

del condenado, que contrarrestan su reintegro a las dinámicas comunitarias…”3 

 

                                                           
3 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 



 
 
 

4.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que FRANCO ALVARADO cumple una condena de 228 meses de prisión, por lo que 

las 3/5 partes equivalen a 136 meses 24 días, quantum que ya superó, dado que a la fecha ha 

cumplido 147 meses 11.5 días contando el tiempo físico y las redenciones concedidas.  

 

4.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N° 525 del 26 de diciembre de 

2023 expedida por el Director del CPMS BARRANCABERMEJA, en el que se emitió concepto 

favorable para conceder la libertad condicional al sentenciado e, igualmente, se anexó la cartilla 

biográfica en la que se observa que la conducta en el tiempo que ha estado privado de la libertad 

en razón de este proceso ha sido calificada como ejemplar, así mismo, ha de aclararse que a pesar 

que el penado tuvo reportes negativos de vigilancia electrónica mientras gozaba del sustituto de 

prisión domiciliaria, estos ya han sido resueltos de fondo por este Despacho en auto del pasado 23 

de noviembre, en el cual se le mantuvo dicho subrogado, por lo que debe considerarse superado 

este primer aspecto del requisito subjetivo. 

 

4.6.- En lo concerniente al segundo aspecto del ingrediente subjetivo, a saber, la valoración de la 

conducta punible, al efectuar el juicio de razonabilidad y proporcionalidad respecto a la necesidad 

de que el sentenciado continúe ejecutando la pena privativa de la libertad en el establecimiento de 

reclusión, si bien es cierto que, no puede obviarse la vulneración a los bienes jurídicos del patrimonio 

económico y la seguridad pública, que atañe precisamente a la comunidad en general, tampoco 

resulta viable dejar de lado lo decantado por el Alto Tribunal Constitucional en Sentencia C-757 de 

2014 que declaró exequible la expresión contenida en el art. 30 de la Ley 1709 de 2014, a través 

del cual se adujo que la valoración de la conducta punible que debe realizar el juez ejecutor debe 

sujetarse a las circunstancias, elementos y consideraciones dadas por el juez de conocimiento en 

la sentencia condenatoria, sean favorables o desfavorables al otorgamiento de la libertad 

condicional, de forma precisa se refirió que: 

 

“48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución de penas 

valoren la conducta punible de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es 

exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de separación de 

poderes (C.P. art. 113) …50. Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido 

proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los jueces de ejecución de penas deben valorar 

la conducta punible para decidir sobre la libertad condicional sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, 

una norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas 

condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad condicional es exequible, 

siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas 

por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de la 

libertad condicional…51. Finalmente, la Corte concluye que los jueces de ejecución de penas y medidas de 

seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada de la expresión “previa valoración de la conducta 

punible” contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en que tal 

condicionamiento les sea más favorable a los condenados…” 

 

Mucho menos puede obviarse la finalidad de la gracia en comento, atinente a la posibilidad de 

resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde 

a máximas de rehabilitación en virtud del principio de progresividad en el tratamiento punitivo, desde 



 
 
 

esa óptica la valoración de la conducta no ha de ser entendida como la reedición de esta, pues ello 

supondría juzgar de nuevo lo que en su momento definió el funcionario judicial de conocimiento en 

la fase de imposición de la sanción, tampoco implica la consideración de la gravedad en abstracto 

del ilícito, pues todo ello trasegaría contra el principio de la dignidad humana, lo que se pretende 

con la consagración del beneficio no es nada distinto a acentuar en fin resocializador de la pena, 

que tiene como norte la posibilidad cierta del sentenciado de recuperar su libertad y reintegrarse al 

tejido social antes del cumplimiento total de la pena.  

 

Ahora bien, en el presente evento, no puede dejarse de lado que el sentenciado aceptó su 

responsabilidad en el delito atribuido, reconoció su falta y se sometió poder punitivo del Estado, 

adicionalmente, debe resaltarse su buen desempeño y comportamiento durante el tiempo que ha 

permanecido privado de la libertad, forjando su proceso de resocialización, con miras a retornar a 

la sociedad y serle útil, circunstancias éstas que llevaron a que el penal conceptuara favorablemente 

la concesión del subrogado. 

 

Lo anterior lleva a concluir que los principios de la justicia restaurativa se vienen haciendo efectivos 

en FRANCO ALVARADO, pues no sólo aceptó su falta y reconoció el daño causado con su actuar, 

lo cual demuestra que se viene superando, hace percibir una actitud de readaptación y enmienda 

durante la permanencia en el centro de reclusión; circunstancias todas que llevan a concluir un 

pronóstico favorable de rehabilitación. 

 

4.7.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se tendrán en cuenta 

los mismos que sustentaron su petición de cambio de domicilio que fuese otorgado el 30 de mayo 

de 2022, es decir, el ubicado en la MANZANA 1, LOTE 21 DEL BARRIO 12 DE AGOSTO DE 

BARRANCABERMEJA – SANTANDER. 

 

4.8.- Por último, en lo concerniente a la reparación de la víctima o la garantía del pago de la 

indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo se demuestre 

insolvencia económica. Desde ya se advierte que, no se supera el presupuesto dado que se 

desconoce si dentro del proceso con radicado 680816000135201300349 se tramitó incidente de 

reparación integral, dado que no obra dentro del proceso constancia alguna, tampoco en el registro 

de actuaciones Justicia siglo XXI y, menos aún fue allegado por el sentenciado; en consecuencia, 

por el momento la libertad condicional deprecada no puede otorgarse y será negada. 

 

Lo anterior no obsta para requerir por el CSA al Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones 

de Conocimiento de Barrancabermeja para que remitan la información correspondiente al trámite 

de incidente de reparación integral dentro del radicado 680816000135201300349. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 



 
 
 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: DECLARAR que EDWIN JOSE FRANCO ALVARADO ha cumplido una penalidad de 

CIENTO CUARENTA Y SIETE MESES ONCE PUNTO CINCO DÍAS DE PRISIÓN (147 meses 11.5 

días), sumando el tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

SEGUNDO: NEGAR al sentenciado EDWIN JOSE FRANCO ALVARADO la LIBERTAD 

CONDICIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva.  

 

TERCERO: REQUERIR por el CSA al Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones de 

Conocimiento de Barrancabermeja para que remitan la información correspondiente al trámite de 

incidente de reparación integral dentro del radicado 680816000135201300349. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRES MORENO CASTAÑEDA 

Juez 
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JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS  

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, enero diez (10) de dos mil  veint icuatro (2024)  

 

                                                   

ASUNTO REVOCATORIA PRISIÓN DOMICILIARIA Y  L IBERTAD CONDICIONAL   

RADICADO NI  35611  

CUI  68001.6000.159.2019.01259  

EXPEDIEN

TE  

F ÍS ICO X 

ELECTRÓNICO   

SENTENCIADO (A)  JUAN PABLO MARTÍNEZ 

ARCINIEGAS  

CEDULA 1.095.939.004  

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA  

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA  

CALLE 67 #  10B-03 BARRIO BUCARAMANGA  

BIEN JURÍDICO  CONTRA LA EFICAZ Y RECTA IMPARTICIÓN DE JUSTICIA  

LEY 906 DE 2004  X  600 DE 2000   1826 DE 2017   

 

1. ASUNTO A TRATAR 

 

El Juzgado procede a decidir el trámite de revocatoria de la pr is ión 

domici l iar ia y sobre la sol icitud de l ibertad condicional elevada en favor del 

sentenciado JUAN PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS, dentro del proceso de 

la referencia.  

 

2. CONSIDERACIONES 

 

Este Juzgado vigi la a JUAN PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS la pena de 36 

meses de pr is ión, impuesta mediante sentencia condenatoria proferida el 2 3 

de marzo de 2021 por el Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones 

de Conocimiento de Bucaramanga, como responsable del del ito de 

receptación. El sentenciado se encuentra privado de la l ibertad por cuenta 

de este asunto desde el 6 de enero de 2022. 

 

2.1 DE LA REVOCATORIA DE LA PRISIÓN DOMICILIARIA 

 

2.1.1.  En la sentencia le fue concedida la pr is ión domici l iar ia, previo 

pago de caución prendar ia y suscripción de dil igencia de compromiso en los 

términos del art ículo 38B del Código, la cual se hizo efect iva a part ir  del 7 

de enero de 20221,  para permanecer en el domici l io ubicado en  la calle 67 

# 10B -03 barrio Bucaramanga de esta ciudad .  

 

                                                 
1 Fo l io  29  



 

 

2.1.2   Por medio de comunicación enviada el pasado 17 de octubre, se 

al legó acta de audiencia de legalización de captura en f lagrancia por el 

del ito de fuga de presos, celebrada el 15 de octubre de 2023 por el Juzgado 

Tercero Penal Municipal con función de control de Garantías de 

Bucaramanga2.   

2.1.3.  Por lo anter ior, el 8 de noviembre de 2023 se abr ió incidente de 

revocator ia de la pr is ión domici l iar ia, según lo previsto en el artículo 477 del 

C.P.P. 3,  corr iéndole traslado al sentenciado y a su defensor de conf ianza 

mediante of icios No. 15630 y 15631 del 9 de noviembre,  a f in de que 

presentaran las expl icaciones correspondientes 4. 

2.1.4   Con ocasión del trámite de revocatoria, el defensor alleg ó 

memorial a través de correo electrónico del 1 0 de noviembre de 20235,  

presentando las expl icaciones f rente al reporte de incumplimiento de la 

pris ión domici l iar ia.  

Menciona que JUAN PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS fue capturado el 14 

de octubre de 2023 a las 5:30 p.m., s ituación que obedeció a una situación 

doméstica de fuerza mayor que lo obligó a desplazarse de su domici l io al 

Hospital Internacional de Colombia, lugar donde trabaja su compañera  Dar ly 

Marcela Centeno Mena, para hacerle entrega del carné requerido para su 

ingreso, atendiendo el olvido de éste por su  parte.  Destaca que de regreso 

a su casa fue requerido por miembros de la Pol icía Nacional quienes 

establecieron que se encontraba fuera de su lugar de residencia.  

Resalta que su intención no fue la de evadir el cumplimiento de la pr isión 

domici l iar ia, al punto que no existen reportes de autor idades pol ic iales o 

miembros del INPEC, de las que se  pueda concluir que el sentenciado ha 

desconocido las obligaciones adquir idas para gozar del sustituto de la pena 

de pris ión.   

Como demostrat ivo de su af irmación, aportó declaración extra -proceso 

rendida por Darly Marcela Centeno Mena ante la Notaría Décim a de 

Bucaramanga, relatando que se desempeña como auxil iar de enfermería en 

el Hospital Internacional de Colombia y que el 14 de octubre de 2023 cuando 

se dir ig ía a su lugar de trabajo se dio cuenta de que no l levaba consigo el 

carné de identif icación para  ingresar a las instalaciones del centro 

hospitalar io, por lo que se vio obl igada a l lamar a la única persona con la 
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que cuenta en esta ciudad, su pareja JUAN PABLO MARTÍNEZ 

ARCINIEGAS, para que le hic iera l legar el documento.  Agrega ser la única 

persona que trabaja con el f in de que el sentenciado permanezca en su lugar 

de residencia cuidando de sus hijos.  

 

2.1.5   Una vez surt ido el trámite del art ículo 477 del Código de 

Procedimiento Penal y habiendo garantizado el derecho de defensa y 

contradicción del  sentenciado JUAN PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS, 

procede el Despacho a resolver de fondo sobre la revocator ia de la pris ión 

domici l iar ia.  

 

Conforme lo previsto en el citado art ículo 477 del C.P.P. s i  el condenado 

incumpliere cualquiera de las obl igaciones que le fueron impuestas con 

ocasión del sustituto de la pena del que es benef iciario, el Juez que vigi la 

la condena procederá a revocar la pris ión domici l iar ia y ordenar la ejecución 

del resto de la condena de manera intramural,  una vez se  corra traslado 

para que ejerza su derecho de defensa y se resuelva sobre las expl icaciones 

presentadas en el incidente.  

Al respecto, obra información sobre el probable incumplimiento de las 

obl igaciones adquir idas por parte del sentenciado en virtud de la pris ión 

domici l iar ia que le fue concedida dentro de este asunto.  

Según la información aportada por el Juzgado Tercero Penal Municipal con 

función de control de Garantías de Bucaramanga, se estableció que 

MARTINEZ ARCINIEGAS fue capturado en f lagrancia el 14 de octubre de 

2023 por agentes de la Policía Nacional ,  por el del ito de fuga de presos,  

asunto respecto del cual el defensor af irma, se debió a una situación 

excepcional originada por una emergencia en la que su esposa requir ió  de 

su ayuda para obtener el documento exigido  para el ingreso al lugar donde 

trabaja como auxi l iar de enfermería, of icio del que se der iva el sustento de 

todo el núcleo famil iar,  según lo indicado en la declaración extrajudicial 

incorporada al expediente.  

 

En esos términos, considera el Despacho que en el presente caso se 

conf igura una circunstancia de fuerza mayor o caso fortuito,  motivo por el 

que en esta oportunidad se atenderá la just if icación expuesta por el abogado 

defensor, atendiendo que el actuar  de JUAN PABLO MARTÍNEZ 

ARCINIEGAS, si bien fue de desacato al estr icto r igor de permanecer 

recluido en su domicil io sin sal ir  de él bajo ninguna circunstancia, la 

ausencia presentada fue consecuencia del auxil io prestado a su compañera 



 

 

permanente, pues posterior  a el lo  fue aprehendido cuando regresaba a su 

lugar de residencia.   

 

Aunado a lo anter ior, no obran otros reportes negativos dentro del 

expediente que permitan concluir que el sentenciado se sustrajo 

del iberadamente de las obligaciones impuestas e n virtud del mecanismo 

sustitut ivo de la ejecución de la condena, comoquiera no fue aportado por 

el INPEC reporte de novedades durante el control de la pr is ión domicil iar ia 

mientras se encontraba purgando la pena que vigi la este Despacho.  

 

Bajo ese entendido,  NO SE REVOCARÁ  el sust ituto de la pena que le fue 

otorgado al sentenciado JUAN PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS dentro de 

este asunto, f rente a la nueva captura del sentenciado acaecida el 1 4 de 

octubre de 2023, previniéndole que el incumplimiento de las restr icciones 

de l ibertad impuestas en la sentencia y de las obl igaciones del subrogado, 

puede dar lugar a que se le revoque la pris ión domici l iar ia y deba cumplir el  

resto de la pena de manera intramural.  

 

2.2 DE LA SOLICITUD DE LIBERTAD CONDICIONAL  

 

Se recibe en este Juzgado sol ic itud de l ibertad condicional del sentenciado. 

Para tal efecto, el establecimiento penitenciar io al legó la siguiente 

documentación:  

 

-Resolución No. 410-1679 del 22 de diciembre de 2023 expedida por el 

Consejo de Discipl ina de la CPMS BUCARAMANGA con concepto favorable 

de l ibertad condicional,  la cart i l la biográf ica y el cert if icado de calif icación 

de conducta del interno.  

 

El art ículo 64 del Código Penal regula el inst ituto de la l ibertad condicional 

en los siguientes términos:  

 

“L iber tad Condic ional.  Modif icado por  e l  ar t .  30 de la Ley 1709 de 2014.   El  juez,  

prev ia valorac ión de la conducta punible, concederá la l iber tad condic ional a la  

persona condenada a pena pr ivat iva de la l iber tad cuando haya cumpl ido con los  

s iguientes requis itos :  

 

1-  Que la persona haya cumpl ido las  3/5 partes de la pena.  

2-   Que su adecuado desempeño y  comportamiento durante e l t ratamiento 

penitenc iar io en e l centro de rec lus ión permita suponer fundadamente que no 

ex iste neces idad de cont inuar la e jecuc i ón de la pena.  

3-  Que demuestre arra igo fami l iar  y soc ial .  

 



 

 

Corresponde al juez competente para conceder  la l iber tad condic ional es tablecer , 

con todos los  e lementos de prueba al legados a la  actuac ión,  la  ex is tenc ia o 

inex is tenc ia del  ar ra igo.  

 

En todo caso su conces ión estará supedi tada a la reparac ión a la v íct ima o a l  

aseguramiento del pago de la indemnización mediante garant ía personal,  real ,  

bancar ia, o acuerdo de pago,  salvo que se demuestre insolvenc ia del  condenado.  

 

El  t iempo que fa lte se tendrá como per iodo de prueba. Cuando este sea infer ior  a 

tres  años,  e l juez podrá aumentar lo hasta en otro tanto igual,  de cons iderar lo 

necesar io. ”      

 

2.2.1 EL CASO CONCRETO 

 

a) Frente a la valoración de la conducta punible como presupuesto 

necesario para estudiar la l ibertad condicional,  se t iene según lo expuesto 

en la sentencia condenator ia que la naturaleza, modal idad y consecuencias 

que se derivaron del i l ícito no son de tal gravedad que impidan per sé la 

procedencia del sust ituto penal de cara a la función de prevención general 

y especial que se pretende con la imposición de la pena.   

 

b) Se observa que el sentenciado se encuentra pr ivado de la l ibertad por 

este asunto desde el 6 de enero de 2022 hasta la fecha, t iempo que arroja 

como resultado que ha descontado un total de 24 meses y 4 días de la pena 

de pris ión.  

 

Comoquiera que fue condenado a la pena de 36 meses de pr is ión se advierte 

que ha descontado un quantum super ior a las tres quintas partes que alude 

el art ículo 64 del Código Penal, que corresponde en este caso a 21 meses 

y 18 días, cumpliendo con ello el presupuesto objet ivo para la concesión del 

benef ic io.   

 

c) A efectos de valorar el aspecto subjet ivo,  obra la Resolución No. 410-

1679 del 22 de dic iembre de 2023 expedida por el Consejo de Discipl ina de 

la CPMS BUCARAMANGA, donde se emit ió concepto favorable para otorgar 

la l ibertad condicional del sentenciado.  

 

Se observa además en la cart i l la biográf ica y en el cert if icado de cal if icación 

de conducta, que desde que fue puesto a disposición de este proceso, no 

registra periodos negativos de comportamiento, ni sanciones disciplinarias, 

así como que su comportamiento durante el tratamiento penitenciario se ha 

mantenido como bueno y ejemplar ; aunado a la decisión adoptada en 

precedencia, de mantener el sust ituto de pris ión domici l iar ia del que es 

benef ic iar io el sentenciado al just if icar el incumplimiento reportado , por lo 

que no existen razones actuales para desconocer su proceso de 

resocialización.   



 

 

Por lo tanto, se concluye que se sat isface el factor subjet ivo, ya que el 

sentenciado ha mostrado un cambio posit ivo en su comportamiento que 

permite determinar que no existe necesidad de cont inuar con la ejecución 

de la pena.   

 

d) Respecto al arraigo, es dable precisar que éste no sólo se l imita a la 

existencia de un lugar f ís ico de residencia que sea determinado, sino 

además a la pertenencia del individuo a un grupo famil iar y social,  aspecto 

que se encuentra acreditado con i) la declaración extra-proceso rendida por 

Darly Marcela Centeno Mena en la que cuenta que convive en unión marital 

de hecho con Juan Pablo Mart ínez Arciniegas y con los hijos de éste Yoseph 

Sant iago y Yanielth Camilo Mart ínez Arismendi , i i)  el acta de la di l igencia 

de conci l iación celebrada el 15 de junio de 2023 en el Centro Zonal Carlos 

Lleras Restrepo del Inst ituto Colombiano de Bienestar Famil iar,  f i jando la 

custodia de los menores de edad anteriormente mencionados a cargo del 

progenitor, medios de prueba a través de los cuales se acredita el arraigo 

familiar y social que t iene con la comunidad , así como el recibo del servic io 

público que acredita la existencia del inmueble  donde actualmente purga la 

pena impuesta en su contra.  Así,  se advierte que el sentenciado JUAN 

PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS t iene arraigo y continuará residiendo en la 

CALLE 67 # 10B-03 del BARRIO BUCARAMANGA de esta ciudad.  

 

e) Finalmente, en cuanto a la exigencia de haber indemnizado a la 

víct ima por los perjuicios causados con la comisión del del ito, obra 

comunicación aportada por el Juzgado Tercero Penal del Circuito con 

funciones de Conocimiento  de esta ciudad, informando que dentro de la 

actuación no obran anotaciones poster iores a la devolución del expediente 

al Centro de Servicios Judiciales del Sistema Penal Acusatorio, con 

posterioridad a la emisión de la sentencia condenator ia.   Asimismo, fue 

incorporada la comunicación adiada 17 de noviembre de 2023 por parte de 

la Secretaría del CSJ-SPA informando que no se adelantó el incidente de 

preparación en la presente actuación 6.  

 

Por las anteriores razones y comoquiera que se ver if icó el cumplimiento de 

las exigencias legales previstas en el art ículo 64 del Código Penal, se 

concede la l ibertad condicional al sentenciado J UAN PABLO MARTÍNEZ 

ARCINIEGAS, quedando sometido a un PERÍODO DE PRUEBA DE 11 

MESES Y 26 DÍAS, durante el cual deberá observar buena conducta y 

presentarse ante este Despacho cuando sea requerido.   

 

Para tal efecto, deberá prestar caución prendar ia por valor de cincuenta mil  

($50.000) pesos -no suscept ible de póliza judicial - y que deberá consignar 

a órdenes de este Despacho Judicial en la cuenta No. 6800120370 04 que se 
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l leva para tal efecto en el Banco Agrario de Colombia y suscr ibir dil igencia 

de compromiso con las obligaciones señaladas en el art ículo 65 del Código 

Penal. Con la advertencia expresa que el incumplimiento de los deberes 

impuestos, conducirá a la pérdida del valor consignado y la revocator ia del 

benef ic io, por lo que deberá ejecutar el resto de la condena de manera 

intramural.   

 

Una vez prestada la caución prendar ia y f irmado el compromiso, se l ibrará 

la boleta de l ibertad por cuenta de este asun to. Se advierte que el penal 

debe verif icar los requerimientos que registre el condenado, caso en el cual 

queda facultado para dejarlo a disposición de la autor idad que lo requiera.  

 

2.3 OTRAS DETERMINACIONES 

 

Atendiendo el poder especial otorgado por el sentenciado JUAN PABLO 

MARTÍNEZ ARCINIEGAS al abogado MIGUEL ÁNGEL RUEDA CÁCERES, 

identif icado con cédula de ciudadanía No. 91.281.802 y TP. 209.486, para 

que actúe en su representación dentro de las presentes di l igencias, 

RECONOZCASE personería al mencionado profesional del derecho en los 

términos del poder conferido.  

 

Por lo expuesto, el  JUZGADO CUARTO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA,   

 

RESUELVE 

 

PRIMERO. -    NO REVOCAR el sustituto de pris ión domici l iar ia de la que 

es benef ic iar io el sentenciado JUAN PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS dentro 

de este asunto, conforme lo expuesto en la parte mot iva de esta  providencia.  

 

SEGUNDO. -  DECLARAR que a la fecha el condenado JUAN PABLO 

MARTÍNEZ ARCINIEGAS ha cumplido una pena de 24 meses y 4 días de 

pris ión.  

 

TERCERO. - CONCEDER la LIBERTAD CONDICIONAL al sentenciado 

JUAN PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS, ident if icado con cédula de 

ciudadanía número 1.095.939.004, por un PERÍODO DE PRUEBA 11 meses 

y 26 días, previo pago de caución prendar ia por valor de cincuenta mil  

($50.000) pesos -no suscept ible de pól iza judicial - y suscripción de 

di l igencia de compromiso con las obl igaciones señaladas en el art ículo 65 

del Código Penal, conforme lo señalado en la p arte motiva de esta 



 

 

providencia. Se advierte que previamente el penal debe verif icar los 

requerimientos que registre el condenado, quedando facultado para dejarlo 

a disposición de la autoridad que así lo requiera.  

 

CUARTO. -   Una vez cumplido lo anterior, es decir,  prestada la caución 

y suscr ita la dil igencia de compromiso, LÍBRESE BOLETA DE LIBERTAD en 

favor de JUAN PABLO MARTÍNEZ ARCINIEGAS ante la CPMS 

BUCARAMANGA.  

 

QUINTO .  -   RECONOCER personería al abogado MIGUEL ÁNGEL 

RUEDA CÁCERES como defensor del sentenciado JUAN PABLO MARTÍNEZ 

ARCINIEGAS, en los términos del poder conferido.  

 

SEXTO. -   Contra esta decisión proceden los recursos de reposición 

y apelación.  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ILEANA DUARTE PULIDO 

JUEZ 

 
Alcc 

 











 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, diez (10) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 
ASUNTO Libertad condicional 

RADICADO NI 39660 

(CUI 852506001190201400056)  

EXPEDIENTE  FISICO 
 

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO 

(A) 

WILLIAM INOCENCIO LOMBANA CEDULA 74.862.731 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA 

CARRERA 10 AN #25-66 APARTAMENTO 1003, TORRE 1 BARRIO CAMPO MADRID DE BUCARAMANGA 

BIEN JURIDICO VIDA LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver la solicitud de libertad condicional deprecada a favor de WILLIAM INOCENCIO LOMBANA 

identificado con la C.C. 74.862.731, quien se encuentra privado de la libertad en su domicilio 

ubicado en la CARRERA 10 AN #25-66 APARTAMENTO 1003, TORRE 1 BARRIO CAMPO 

MADRID DE BUCARAMANGA bajo la vigilancia el CPMS BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- WILLIAM INOCENCIO LOMBANA, cumple una pena de 225 meses de prisión, en virtud de la 

sentencia condenatoria proferida en su contra el 09 de junio de 2014, por el Juzgado Promiscuo del 

Circuito de Paz de Ariporo – Casanare, como autor del delito de homicidio simple, negándole los 

subrogados penales. 

 

Mediante auto del 26 de diciembre de 2022 el Juzgado Séptimo homólogo de Bogotá le otorgó el 

subrogado de la prisión domiciliaria. 

 

2.- El 22 de noviembre de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de 

conformidad con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 2022 y 

CSJAA23-156 del 12 de abril de 2023. 

 

3.- El ajusticiado ha estado privado de la libertad por este proceso desde el 5 de mayo de 2014, por 

lo que a la fecha ha descontado un término físico de 116 meses 5 días. 

 

3.1.- En sede de redenciones deben sumarse las siguientes: i) 5 meses 25 días del 17 de abril de 

2018, ii) 7 meses 4 días del 16 de abril de 2020, iii) 7 meses 23 días del 4 de mayo de 2022 y, iv) 1 

mes 1 día del 22 de septiembre de 2022, que arrojan un total de 21 meses 23 días. 

 



 
 
 

3.2.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y la redención atrás señalada – el sentenciado 

ha descontado la cantidad de 137 meses 28 días. 

 

4. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL  

 

4.1.- En esta oportunidad se solicita nuevamente la libertad condicional del enjuiciado acompañada 

de los siguientes documentos (i) cartilla biográfica, (ii) certificados de calificación de conducta y, (iii) 

Resolución N° 410 01704 del 19 de diciembre de 2023. 

 

4.2.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente a la 

libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de 

la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta punible, se exige el 

cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido las 3/5 partes de la pena, 

(ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro 

de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de 

la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social y (iv) que se repare la víctima o se asegure 

el pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo 

se demuestre insolvencia económica. 

 

4.3.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el instituto 

jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la exequibilidad 

condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, enseña que la finalidad 

del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda cumplir por fuera del centro de 

reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, cuando la conducta punible 

cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado por el juez de conocimiento en 

la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado 

de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización ha hecho efecto en el caso concreto –lo 

cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten concluir que en su caso resulta innecesario 

continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su libertad (artículo 64 numeral 2° del código 

penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad del sistema penitenciario, cuya culminación es 

la fase de confianza de la libertad condicional, que presupone la enmienda y readaptación del delincuente y 

efectiviza su reinserción a la sociedad, lográndose la finalidad rehabilitadora de la pena. La perspectiva en 

clave de libertad principalmente apuesta por las posibilidades de resocialización o reinserción social de la 

persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación, mientras la visión de 

seguridad apunta a su exclusión social, propias de políticas intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento 

del condenado, que contrarrestan su reintegro a las dinámicas comunitarias…”1 

 

4.4.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que INOCENCIO LOMBANA cumple una condena de 225 meses de prisión, por lo 

que las 3/5 partes equivalen a 135 meses, quantum que ya superó, dado que a la fecha ha cumplido 

137 meses 28 días contando el tiempo físico y las redenciones concedidas.  

 

                                                           
1 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 



 
 
 

4.5.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N° 410 01704 del 19 de diciembre 

de 2023 expedida por el Consejo de Disciplina del CPMS BUCARAMANGA, en el que se emitió 

concepto favorable para conceder la libertad condicional al sentenciado e, igualmente, se anexó la 

cartilla biográfica en la que se observa que la conducta en el tiempo que ha estado privado de la 

libertad en razón de este proceso ha sido calificada desde el 05/12/2014 como ejemplar, por lo que 

debe considerarse superado este primer aspecto del requisito subjetivo. 

 

4.6.- En lo concerniente al segundo aspecto del ingrediente subjetivo, a saber, la valoración de la 

conducta punible, al efectuar el juicio de razonabilidad y proporcionalidad respecto a la necesidad 

de que el sentenciado continúe ejecutando la pena privativa de la libertad en el establecimiento de 

reclusión, si bien es cierto que, no puede obviarse la vulneración al bien jurídico de la vida, que 

atañe precisamente a la comunidad en general, tampoco resulta viable dejar de lado lo decantado 

por el Alto Tribunal Constitucional en Sentencia C-757 de 2014 que declaró exequible la expresión 

contenida en el art. 30 de la Ley 1709 de 2014, a través del cual se adujo que la valoración de la 

conducta punible que debe realizar el juez ejecutor debe sujetarse a las circunstancias, elementos 

y consideraciones dadas por el juez de conocimiento en la sentencia condenatoria, sean favorables 

o desfavorables al otorgamiento de la libertad condicional, de forma precisa se refirió que: 

 

“48. En primer lugar, es necesario concluir que una norma que exige que los jueces de ejecución de penas 

valoren la conducta punible de las personas condenadas para decidir acerca de su libertad condicional es 

exequible a la luz de los principios del non bis in ídem, del juez natural (C.P. art. 29) y de separación de 

poderes (C.P. art. 113) …50. Sin embargo, sí se vulnera el principio de legalidad como elemento del debido 

proceso en materia penal, cuando el legislador establece que los jueces de ejecución de penas deben valorar 

la conducta punible para decidir sobre la libertad condicional sin darles los parámetros para ello. Por lo tanto, 

una norma que exige que los jueces de ejecución de penas valoren la conducta punible de las personas 

condenadas a penas privativas de su libertad para decidir acerca de su libertad condicional es exequible, 

siempre y cuando la valoración tenga en cuenta todas las circunstancias, elementos y consideraciones hechas 

por el juez penal en la sentencia condenatoria, sean éstas favorables o desfavorables al otorgamiento de la 

libertad condicional…51. Finalmente, la Corte concluye que los jueces de ejecución de penas y medidas de 

seguridad deben aplicar la constitucionalidad condicionada de la expresión “previa valoración de la conducta 

punible” contenida en el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, en todos aquellos casos en que tal 

condicionamiento les sea más favorable a los condenados…” 

 

Mucho menos puede obviarse la finalidad de la gracia en comento, atinente a la posibilidad de 

resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una infracción delictiva, acorde 

a máximas de rehabilitación en virtud del principio de progresividad en el tratamiento punitivo, desde 

esa óptica la valoración de la conducta no ha de ser entendida como la reedición de esta, pues ello 

supondría juzgar de nuevo lo que en su momento definió el funcionario judicial de conocimiento en 

la fase de imposición de la sanción, tampoco implica la consideración de la gravedad en abstracto 

del ilícito, pues todo ello trasegaría contra el principio de la dignidad humana, lo que se pretende 

con la consagración del beneficio no es nada distinto a acentuar en fin resocializador de la pena, 

que tiene como norte la posibilidad cierta del sentenciado de recuperar su libertad y reintegrarse al 

tejido social antes del cumplimiento total de la pena.  

 



 
 
 

Ahora bien, no puede obviarse que el sentenciado aceptó su responsabilidad en el delito atribuido, 

reconoció su falta y se sometió poder punitivo del Estado, adicionalmente, debe resaltarse el buen 

desempeño y comportamiento durante el tiempo que ha permanecido privado de la libertad, lo que 

forjaron su proceso de resocialización, con miras a retornar a la sociedad y serle útil. 

 

Lo anterior lleva a concluir que los principios de la justicia restaurativa se vienen haciendo efectivos 

en INOCENCIO LOMBANA, pues aceptó su falta y reconoció el daño causado con su actuar, lo que 

permite dilucidar que se viene superando, lo cual hace percibir una actitud de readaptación y 

enmienda durante el cumplimiento de su pena; circunstancias todas que llevan a concluir un 

pronóstico favorable de rehabilitación. 

 

4.7.- En cuanto a la demostración de la existencia de arraigo familiar y social se tendrán en cuenta 

los mismos que sustentaron su petición de prisión domiciliaria que fuese otorgada el 26 de diciembre 

de 2022, es decir, el ubicado en la CARRERA 10 AN #25-66 APARTAMENTO 1003, TORRE 1 

BARRIO CAMPO MADRID DE ESTA CIUDAD. 

 

4.8.- Por último, en lo concerniente a la reparación de la víctima o la garantía del pago de la 

indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo se demuestre 

insolvencia económica. Desde ya se advierte que, mediante oficio N°2246 de fecha 27/10/2022 el 

Juzgado Promiscuo de Paz de Ariporo - Casanare - informó que no se encontró durante el trámite 

penal que cursó en ese despacho contra WILLIAM ONOCENCIO LOMBANA que se hubiese dado 

inicio al trámite de incidente de reparación, en consecuencia, se entiende superado el presupuesto. 

 

4.9.- En consecuencia, se otorgará la libertad condicional por un periodo de prueba igual al tiempo 

que le falta para cumplir la pena, esto es 87 meses 2 días, previo pago de la caución prendaria por 

valor equivalente a 3 SMLMV – susceptibles de póliza - que deberá ser consignada en la cuenta 

judicial del Banco Agrario de este Despacho No. 680012037007 y suscripción de diligencia de 

compromiso con las obligaciones del artículo 65 del C.P.; advirtiéndosele que el incumplimiento de 

cualquiera de las obligaciones impuestas conllevará a la revocatoria del mecanismo sustitutivo, 

entrando a purgar en prisión la pena insoluta. 

 

4.10.- Por el CSA una vez el ajusticiado cancele caución prendaria y suscriba la diligencia de 

compromiso, líbrese ante el CPMS Bucaramanga la respectiva boleta de libertad, en la que se 

indicará que, si es requerido por alguna otra autoridad judicial, deberá dejarse a disposición de 

quien así la solicite. 

 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

 



 
 
 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: DECLARAR que WILLIAM INOCENCIO LOMBANA ha cumplido una penalidad de 

CIENTO TREINTA Y SIETE VEINTIOCHO DÍAS DE PRISIÓN (137 meses 28 días), sumando el 

tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

SEGUNDO: CONCEDER al sentenciado WILLIAM INOCENCIO LOMBANA la LIBERTAD 

CONDICIONAL, por un periodo de prueba igual al tiempo que le falta para cumplir la pena, esto es 

87 meses 2 días, previo pago de la caución prendaria por valor equivalente a 3 SMLMV                                   

– susceptibles de póliza - que deberá ser consignada en la cuenta judicial del Banco Agrario de este 

Despacho No. 680012037007 y suscripción de diligencia de compromiso con las obligaciones del 

artículo 65 del C.P.; advirtiéndosele que el incumplimiento de cualquiera de las obligaciones 

impuestas conllevará a la revocatoria del mecanismo sustitutivo, entrando a purgar en prisión la 

pena insoluta. 

 

TERCERO: LÍBRESE la respectiva boleta de libertad para ante el CPMS BUCARAMANGA, una 

vez el sentenciado cumpla con las obligaciones a su cargo, en la que se indicará que, si se 

encuentra requerido por alguna otra autoridad judicial, deberá dejarse a disposición de quien así lo 

solicite. 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos ordinarios de 

Ley. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRES MORENO CASTAÑEDA 

Juez 

 



                                                   

 

NI 39982 (2023-0152100) 

EDGAR JESUS MARTINEZ LINERO 

 

JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, cinco (5) de enero de dos mil veinticuatro (2024) 

 

                                                

ASUNTO AVOCA Y CONCEDE PRISIÓN DOMICILIARIA ARTÍCULO 38G 
Interlocutorio No. 004 

RADICADO NI 39982 (CUI 68001600015920230152100) EXPEDIENTE 
FISICO  

ELECTRONICO X 

SENTENCIADO (A) EDGAR JESUS MARTINEZ LINERO CEDULA 1093790077 

CENTRO DE RECLUSIÓN CENTRO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD DE BUCARAMANGA 

DIRECCIÓN DOMICILIARIA N/A 

BIEN JURIDICO Patrimonio económico LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

 

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 38 y 41 de la ley 906 de 2004 y el artículo 

1º del Acuerdo PSAA 07-3913 de 2007 del Consejo Superior de la Judicatura se asume 

nuevamente el conocimiento del presente asunto por razón de competencia. 

 

Se ordena librar la correspondiente orden de encarcelamiento, a nombre del sentenciado 

EDGAR JESUS MARTINEZ LINERO, ante el Centro Penitenciario de Mediana Seguridad 

de Bucaramanga.  

 

ASUNTO A TRATAR 

 

Se resuelve solicitud de prisión domiciliaria elevada a favor del sentenciado EDGAR JESUS 

MARTINEZ LINERO, quien se halla privado de la libertad en el Centro Penitenciario y 

Carcelario de mediana Seguridad de Bucaramanga.  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

Este juzgado ejerce vigilancia de la ejecución de la pena de 18 meses de prisión, impuesta 

a EDGAR JESUS MARTINEZ LINERO, en sentencia proferida el 21 de julio de 2023, por 

el Juzgado Primero Penal Municipal con funciones mixtas de Piedecuesta, como 

responsable del delito de  hurto calificado y agravado. 

 

La Defensora del sentenciado solicita la concesión del beneficio de prisión domiciliaria con 

fundamento en el artículo 38 G del Código penal, adicionado por el artículo 28 de la Ley 

1709 de 2014 que establece: 

 
“ARTÍCULO 38G. <Artículo modificado por el artículo 4 de la Ley 2014 de 2019. El nuevo 

texto es el siguiente:> La ejecución de la pena privativa de la libertad se cumplirá en el lugar de 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_2014_2019.html#4


                                                   

 

residencia o morada del condenado cuando haya cumplido la mitad de la condena y concurran los 
presupuestos contemplados en los numerales 3 y 4 del artículo 38B del presente código, excepto en 
los casos en que el condenado pertenezca al grupo familiar de la víctima o en aquellos eventos en 
que fue sentenciado por alguno de los siguientes delitos del presente código: genocidio; contra el 
derecho internacional humanitario; desaparición forzada; secuestro extorsivo; tortura; 
desplazamiento forzado; tráfico de menores; uso de menores de edad para la comisión de delitos; 
tráfico de migrantes; trata de personas; delitos contra la libertad, integridad y formación sexuales; 
extorsión; concierto para delinquir agravado; lavado de activos; terrorismo; usurpación y abuso de 
funciones públicas con fines terroristas; financiación del terrorismo y de actividades de delincuencia 
organizada; administración de recursos con actividades terroristas y de delincuencia organizada; 
financiación del terrorismo y administración de recursos relacionados con actividades terroristas; 
fabricación, tráfico y porte de armas y municiones de uso restringido, uso privativo de las fuerzas 
armadas o explosivos; delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes, salvo los contemplados 
en el artículo 375 y el inciso 2 del artículo 376; peculado por apropiación; concusión; cohecho propio; 
cohecho impropio; cohecho por dar u ofrecer; interés indebido en la celebración de contratos; 
contrato sin cumplimientos de requisitos legales; acuerdos restrictivos de la competencia; tráfico de 
influencias de servidor público; enriquecimiento ilícito; prevaricato por acción; falso testimonio; 
soborno; soborno en la actuación penal; amenazas a testigo; ocultamiento, alteración o destrucción 
de elemento material probatorio; en los delitos que afecten el patrimonio del Estado. 

 

PARÁGRAFO. Los particulares que hubieran participado en los delitos de peculado por apropiación, 

concusión, cohecho propio, cohecho impropio, cohecho por dar u ofrecer, interés indebido en la 

celebración de contrato, contrato sin cumplimiento de requisitos legales, acuerdos restrictivos de la 

competencia, tráfico de influencias de servidor público, enriquecimiento ilícito, prevaricato por acción, 

falso testimonio, soborno, soborno en la actuación penal, amenaza a testigos, ocultamiento, 

alteración, destrucción material probatorio, no tendrán el beneficio de que trata este artículo.” 

 

Conforme la citada disposición, para que el sentenciado pueda acceder al beneficio previsto 

en el artículo 38G del Código Penal, debe reunir los siguientes requisitos: (i) haber cumplido 

la mitad de la condena; (ii) que concurran los presupuestos contemplados en los numerales 

3 y 4 del artículo artículo 38B del Código Penal1 y (iii) que no se trate de alguno de los 

delitos allí exceptuados. 

 

 
Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena:   

 

➢ Pena impuesta: 18 meses de prisión (540 días)  

➢ No ha sido destinatario de redención de pena. 

 
1 ARTÍCULO 38B. REQUISITOS PARA CONCEDER LA PRISIÓN DOMICILIARIA. Artículo adicionado por el artículo 23 de 

la Ley 1709 de 2014. Son requisitos para conceder la prisión domiciliaria:  
1. (…) 
 
3. Que se demuestre el arraigo familiar y social del condenado.  
 
En todo caso corresponde al juez de conocimiento, que imponga la medida, establecer con todos los elementos de prueba 
allegados a la actuación la existencia o inexistencia del arraigo.  
 
4. Que se garantice mediante caución el cumplimiento de las siguientes obligaciones:  
 
a) No cambiar de residencia sin autorización, previa del funcionario judicial;  
 
b) Que dentro del término que fije el juez sean reparados los daños ocasionados con el delito. El pago de la indemnización 
debe asegurarse mediante garantía personal, real, bancaria o mediante acuerdo con la víctima, salvo que demuestre 
insolvencia;  
 
c) Comparecer personalmente ante la autoridad judicial que vigile el cumplimiento de la pena cuando fuere requerido para 
ello;  
 
d) Permitir la entrada a la residencia de los servidores públicos encargados de realizar la vigilancia del cumplimiento de la 
reclusión. Además deberá cumplir las condiciones de seguridad que le hayan sido impuestas en la sentencia, las contenidas 
en los reglamentos del Inpec para el cumplimiento de la prisión domiciliaria y las adicionales que impusiere el Juez de 
Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad.” 

 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#375
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/constitucion_politica_1991_pr012.html#376
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38B
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_1709_2014.html#23


                                                   

 

➢  El sentenciado se encuentra privado de la libertad desde el 17 de febrero de 2023, 

a la fecha, esto es por el lapso de 10 meses, 19 días (319 días).  

Lo expuesto en precedencia permite advertir que el sentenciado ha superado el 

cumplimiento de la mitad de la condena de 18 meses de prisión, equivalente a 9 meses 

(270 días).  

 

Al expediente obran elementos probatorios mediante los cuales se establece el 

arraigo familiar y social del sentenciado. En efecto obra en el expediente certificado suscrito 

por el párroco de la iglesia Santa María del Camino, mediante el cual certifica que el penado 

reside en la carrera 7ª  No. 12-32 piso 3 barrio Alpes Campestre del municipio de Girón. Se 

allegó también documento suscrito por el presidente de la junta de acción comunal del barrio 

Alpes Campestre del municipio de Girón, en el que certifica que el penado reside con su 

familia en la dirección ya registrada. Obra también al expediente, documento suscrito por el 

progenitor del penado, en el que manifiesta que lo recibirá en su casa ubicada en la carrera 

7ª  No. 12-32 piso 3 barrio Alpes Campestre del municipio de Girón. 

 

 La conducta delictiva por la que fue condenado no hace parte del listado prohibitivo 

contenido en el artículo 38G de la Ley 599 de 2000, adicionado por el artículo 28 de la Ley 

1709 de 2014. 

 

Lo anterior permite concluir que el sentenciado encuentra satisfechas a su favor las 

exigencias previstas en la norma, para que pueda continuar descontando la sanción en su 

lugar de residencia o morada, previa caución real por valor de $50.000, que deberá 

consignar a órdenes de este juzgado en la cuenta No. 680012037003 del Banco Agrario y 

suscripción del acta de compromiso en la que se le impondrán las obligaciones señaladas 

en el artículo 38B del Código Penal. 

 

Por lo expuesto, el JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO:: Conceder al sentenciado EDGAR JESUS MARTINEZ LINERO identificado con 

cédula número 1093790077, el beneficio de prisión domiciliaria que consagra el artículo 

38G del Código Penal, adicionado por el artículo 28 de la Ley 1709 de 2014, previo pago 

de caución real por valor de cincuenta mil pesos ($50.000) que deberá consignar a órdenes 

de este juzgado en la cuenta No. 680012037003 y  suscripción de diligencia en la que se le 

impondrán las obligaciones contenidas en el artículo 38B de la Ley 599 de 2000.  

  

Una vez el sentenciado otorgue la caución, se librará oficio a la Dirección del Centro 

Penitenciario y Carcelario de Mediana Seguridad de Bucaramanga (S) a efectos de que le 



                                                   

 

haga suscribir diligencia de compromiso y lo traslade a su lugar de domicilio ubicado en la 

carrera 7ª  No. 12-32 piso 3 barrio Alpes Campestre del municipio de Girón, donde 

continuará descontando la pena de prisión que aún le resta, con los controles de rigor por 

parte del INPEC.  

  

SEGUNDO: Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación.  

  

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

DCV 

 

MARÍA HERMINIA CALA MORENO 

  JUEZ 
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JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, enero cinco (5) dos mil veintitrés (2023) 

                                                   
ASUNTO NIEGA LIBERTAD CONDICIONAL 

AUTO No  021 

RADICADO NI-4869 

(CUI- 680016000000201500042 

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) JOHN EDWARD PATIÑO RIATIGA CEDULA 91.355.100 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE ALTA Y MEDIANA SEGURIDAD DE GIRON 

DIRECCIÓN 

DOMICILIARIA 

N/A 

BIEN JURIDICO contra el patrimonio económico y 

otros  

LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

       

         ASUNTO A TRATAR 

 

 Se resuelve solicitud de libertad condicional elevada por el sentenciado JOHN 

EDWARD PATIÑO REATIGA, quien se halla privado de la libertad en el Establecimiento 

Penitenciario y Carcelario de Alta y Mediana seguridad de Girón.  

  

CONSIDERACIONES  

  

Este juzgado ejerce vigilancia de la ejecución de la pena acumulada de 195 meses 

de prisión impuesta a JOHN EDWARD PATIÑO REATIGA en sentencias proferidas : i) el 

10 de agosto de 2015, por el Juzgado Segundo penal del Circuito con funciones de 

conocimiento en descongestión de Bucaramanga, como responsable del delito de hurto 

calificado y agravado en concurso homogéneo y sucesivo, en concurso heterogéneo con 

tráfico, fabricación, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones 

agravado y concierto para delinquir, NI-4869 (2015-000042) y ii) el 7 de octubre de 2016 

por el Juzgado doce Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Bucaramanga, 

como responsable de los delitos de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, 

accesorios, partes o municiones agravado en concurso con homicidio agravado tentado, 

NI-26663 (2014-02527).  

 

Previamente se debe advertir que si bien por expreso mandato del artículo 33 de la 

Ley 1709 de 2014, las peticiones relativas a la ejecución de la pena interpuestas directa o 

indirectamente por los condenados privados de la libertad deben resolverse en audiencia 

virtual o pública, lo cierto es que para tal finalidad hasta el momento no se cuenta con la 

infraestructura necesaria, imponiéndose por tal motivo la resolución de la solicitud 

por   estar implícito el derecho a la libertad. 

 

El artículo 30 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 64 de la Ley 599 de 

2000, establece:  

  

https://procesos.ramajudicial.gov.co/jepms/bucaramangajepms/adju.asp?cp4=68001600015920150174700&fecha_r=11/14/2023_11:46:20%20AM
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“Artículo 64. Libertad condicional. El juez, previa valoración de la conducta punible, concederá la 
libertad condicional a la persona condenada a pena privativa de la libertad cuando haya cumplido 
con los siguientes requisitos: 
1. Que la persona haya cumplido las tres quintas (3/5) partes de la pena.  
2. Que su adecuado desempeño y comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro 
de reclusión permita suponer fundadamente que no existe necesidad de continuar la ejecución de 
la pena. 
3. Que demuestre arraigo familiar y social.  
 

Corresponde al juez competente para conceder la libertad condicional establecer, con todos los 
elementos de prueba allegados a la actuación, la existencia o inexistencia del arraigo.  
  
En todo caso su concesión estará supeditada a la reparación a la víctima o al aseguramiento del 
pago de la indemnización mediante garantía personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo que 
se demuestre insolvencia del condenado.  
  
El tiempo que falte para el cumplimiento de la pena se tendrá como periodo de prueba. Cuando este 
sea inferior a tres años, el juez podrá aumentarlo hasta en otro tanto igual, de considerarlo 
necesario.”  
  

Por su parte, el artículo 32 de la Ley 1709 de 2014, que modificó el artículo 68A de 

la Ley 599 de 2000, modificado por el artículo 4º de la ley 1773 de 2016, mediante el cual 

se estableció la prohibición de concesión de beneficios y subrogados penales, entre otras 

conductas, para el delito de hurto calificado, preceptúa:   

  
“PARÁGRAFO 1o. Lo dispuesto en el presente artículo no se aplicará a la libertad condicional 
contemplada en el artículo 64 de este Código, ni tampoco para lo dispuesto en el artículo 38G del 
presente Código.”  
  

 

Actual situación del sentenciado frente al descuento de pena:  

  
• Pena acumulada: 195 meses de prisión (5850 días).  

• Con motivo de esta actuación ha estado privado de la libertad desde el 16 de 

diciembre de 2014, a la fecha, esto es 108 meses 20 días (3260 días).  

• Ha sido destinatario de la siguiente redención de pena:  

Febrero 21 de 2018; 201.5 días.  

Abril 3 de 2019; 122.5 días.  

Octubre 4 de 2021; 196.5 días.  

Diciembre 29 de 2021; 21días.  

Julio 11 de 2023; 185 días.  

Septiembre 21 de 2023; 61 días.  

• Sumados, tiempo de privación física de libertad y redención de pena 

reconocida, ello arroja un guarismo de 134 meses 27.5 días (4047.5 días) de pena 

descontada 

 

Entonces si bien es cierto el  sentenciado encuentra satisfecha a su favor la exigencia 

objetiva contenida en el artículo 64 de la Ley 599 de 2000 modificado por el 30 de la Ley 

1709 del 20 de enero de 2014, toda vez que ha descontado las tres quintas partes (3510 

días) de la pena de prisión impuesta y el Centro de servicios judiciales de Bucaramanga 

informa que dentro de la presente actuación no se dio inicio a incidente de reparación 

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000_pr002.html#64
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0599_2000.html#38G
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integral; es el aspecto subjetivo el que impide la concesión de la libertad condicional 

reclamada, pues  aunque el Consejo de Disciplina del penal, a través de Resolución 421-

948 del 17 de agosto de 2023, conceptuó favorablemente a la concesión de la libertad 

condicional, calificando su comportamiento en prisión como bueno; este despacho se 

aparta de ese concepto, porque de ninguna manera se puede pasar por alto que la conducta 

del penado  durante los periodos 03/09/2019 al  03/12/2019  y  04/06/2020 al 03/09/2020, 

fue calificada en el grado de mala y que como lo registra su cartilla biográfica  mediante 

resoluciones 421 del 11/04/2018 y 421-023 del 23/01/2019 fue sancionado 

disciplinariamente. 

 

En efecto, el sentenciado había mantenido su conducta en el grado de ejemplar desde el 

12/10/2015 al 02/09/2019, pero su proceso se truncó al incurrir en falta disciplinaria que 

conllevó a sanción y por ende calificación de conducta en el grado de mala; recuperó su  

conducta a buena desde el 04/12/2019 al 03/06/2020, pero volvió a incurrir en falta 

disciplinaria siendo calificada su conducta en el grado de mala nuevamente. 

      

Precisamente la Corte Constitucional al decidir sobre una demanda de 

inconstitucionalidad, entre otros, contra el artículo 101 de la Ley 65 de 1993, norma que 

declaró exequible, al abordar el tema de la disciplina en los establecimientos carcelarios, 

en la sentencia C 394 de 1995 sostuvo:  

 

“El orden penitenciario se enmarca dentro del criterio de la resocialización, y para ello es necesaria, 
como se ha dicho, la disciplina, entendida como la orientación reglada hacia un fin racional, a través 
de medios que garanticen la realización ética de la persona. La disciplina, pues, no es fin en sí 
mismo, sino una vía necesaria para la convivencia humana elevada a los más altos grados de 
civilización. Ella no anula la libertad, sino que la encauza hacia la perfectibilidad racional. Se trata, 
entonces, de un proceso de formación del carácter, que tiende a la expresión humanista y 
humanitaria, en sentido armónico. 
 
No hay duda de que la vida penitenciaria debe obedecer a un orden pedagógico correctivo. En cuanto 
orden, tiende a la armonía, en cuanto pedagógico, a la formación, y en cuanto correctivo, a la 
resocialización. Sin disciplina no hay ni armonía, ni formación, ni resocialización; por ello, ésta 
al ser personalizada, es necesaria en cualquier establecimiento carcelario. En virtud de lo anterior, 
es apenas razonable que el margen exterior de libertad en el seno de un centro de esta naturaleza, 
deba ser proporcionado a las exigencias de formación y de orden, inherentes a la institución.  El 
Estado Social de Derecho busca en este campo la readaptación del individuo, la actualización de 
sus potencias propias y, por sobre todo, la protección de los legítimos intereses de la sociedad. 
 
La actividad del interno dentro del establecimiento carcelario debe orientarse pues hacia una meta 
que debe buscar el beneficio de la sociedad y del mismo sujeto; a la sociedad, por cuanto busca 
rescatar a uno de sus miembros, y al mismo sujeto, porque se le ayuda a perfeccionar su carácter. 
No hay, pues, que pretender despojar a los centros de rehabilitación de sus mecanismos propios de 
acción, encaminados a sus objetivos legítimos. Pero ello no significa que la disciplina pueda tornarse 
en un poder de fuerza irracional, porque entonces se anularía su principio justificante. 
 
La racionalidad  de la disciplina, requiere de un mínimo de discrecionalidad por parte de quienes la 
imponen, ya que no es posible que la actividad carcelaria esté totalmente reglada; ello porque el acto 
humano tiene un espacio indeterminado de proyección ante las contingencias impredecibles, que la 
norma y el reglamento no alcanzan a tipificar por imposibilidad material, y porque el proceso de la 
actividad carcelaria exige que, en aras de la disciplina, se adecuen los principios generales a casos 
concretos y específicos.” 
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Por consiguiente, en virtud a que el penado no cumple por ahora  con la exigencia 

del adecuado comportamiento durante el tratamiento penitenciario en el centro de reclusión, 

prevista en el numeral 2 del artículo 64 de la Ley 599 de 2000 se impone  la negativa de la 

solicitud de libertad condicional. 

 

  Por lo expuesto, EL JUZGADO TERCERO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y 

MEDIDAS DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA, 

 

RESUELVE. 

 

 

PRIMERO: Negar la libertad condicional a JHON EDWARD PATIÑO REATIGA 

identificado con cedula de ciudadanía No 91.355.100, con fundamento en las razones 

expuestas en la parte motiva de esta decisión.  

SEGUNDO:  Contra esta decisión proceden los recursos de reposición y apelación. 

 

 

Notifíquese y cúmplase 

 

 

 

 

MARIA HERMINIA CALA MORENO 

Juez 

YENNY 

 

 



 
 
 

JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS 

Y MEDIDAS DE SEGURIDAD  

 

Bucaramanga, diez (10) de enero de dos mil veintitrés (2023) 

 
ASUNTO Redención de pena - Libertad condicional 

RADICADO NI 14532 

(CUI 680816000135201000722)  

EXPEDIENTE  FISICO X 

ELECTRONICO  

SENTENCIADO (A) ALVEIRO CARREÑO MALAVER CEDULA 13.715.866 

CENTRO DE 

RECLUSIÓN 

CPMS BUCARAMANGA 

BIEN JURIDICO VIDA Y SEGURIDAD PUBLICA LEY906/2004 X LEY 600/2000  LEY 1826/2017  

 

MOTIVO DE LA DECISIÓN 

 

Resolver la solicitud de libertad condicional deprecada a favor de ALVEIRO CARREÑO MALAVER 

identificado con la C.C. 13.715.866, quien se encuentra privado de la libertad en el CPMS 

BUCARAMANGA. 

 

CONSIDERACIONES 

 

1.- ALVEIRO CARREÑO MALAVER, cumple una pena de 240 meses de prisión, en virtud de la 

sentencia condenatoria proferida en su contra el 12 de enero de 2012, por el Juzgado Segundo 

Penal del Circuito de Barrancabermeja, como autor de los delitos de homicidio agravado en grado 

de tentativa y fabricación, tráfico o porte de armas de fuego, negándole los subrogados penales. 

Decisión confirmada el 18 de noviembre de 2013 por el H. Tribunal Superior de este distrito judicial 

– Sala Penal – y la sentencia cobró ejecutoria cuando la Corte Suprema de Justicia inadmitió la 

demanda de casación. 

 

2.- El 11 de octubre de 2023 el Despacho avocó conocimiento de la presente causa de conformidad 

con lo dispuesto en los Acuerdos PCSJA22-12028 del 19 de diciembre de 2022 y CSJAA23-156 del 

12 de abril de 2023. 

 

3. REDENCIÓN DE PENA 

 

Para efectos de redención de pena se allegan los siguientes cómputos: 

 

 

 

 

 

CERTIFICADO 

No. 

PERIODO HORAS 

CERTIFICADAS 
ACTIVIDAD 

REDIME 

DESDE HASTA HORAS DÍAS 

18996273 01/07/2023 30/09/2023 448 TRABAJO 408 25.5 

TOTAL REDIMIDO 25.5 



 
 
 

• Certificados de calificación de conducta 

 

N° PERIODO GRADO 

CONSTANCIA 12/07/2021 A 06/10/2023 BUENA/EJEMPLAR 

 

3.1.- Así las cosas, las horas certificadas y que han sido referidas anteriormente le representan al 

sentenciado 25.5 días de redención por las actividades realizadas en el penal; atendiendo que la 

conducta del mismo ha sido calificada en el grado buena/ejemplar y su desempeño como 

sobresaliente, por lo que procede dicho reconocimiento con fundamento en lo normado en los 

artículos 82, 97 y 98 de la ley 65 de 1993. 

 

3.2.- El ajusticiado cuenta con una detención inicial desde el 18 de agosto de 2010 al 19 de marzo 

de 2019, equivalente 103 meses 1 día, posteriormente fue dejado a disposición el 24 de noviembre 

de 2019, por lo que a la fecha ha descontado un término de 49 meses 17 días, lo que arroja un total 

de descuento físico de prisión de 152 meses 18 días. 

 

3.3.- En sede de redenciones deben sumarse las siguientes: i) 4 meses 10 días del 24 de junio de 

2015, ii) 3 meses 3.5 días del 26 de abril de 2016, iii) 3 meses 7 días del 17 de agosto de 2017, iv) 

27 días del 25 de octubre de 2017, v) 3 meses 2 días del 04 de junio de 2019, vi) 25 días del 09 de 

junio de 2020, vii) 28 días del 09 de marzo de 2021, viii) 2 meses 15 días del 03 de septiembre de 

2021, ix) 4 meses 14.25 días del 11 de octubre de 2023 y 25.5 días en la fecha que arrojan un total 

de 24 meses 7.25 días. 

 

3.4.- Así las cosas, en total – sumado el tiempo físico y las redenciones atrás señaladas – el 

sentenciado ha descontado la cantidad de 176 meses 25.25 días. 

 

4. DE LA LIBERTAD CONDICIONAL 

 

Acerca de la viabilidad o no en la concesión del sustituto de la LIBERTAD CONDICIONAL 

deprecado en favor del interno ALVEIRO CARREÑO MALAVER, puede concluirse lo siguiente:   

 

4.1.- Es competencia de los Jueces de Ejecución de Penas resolver de fondo lo concerniente 

a la libertad condicional, prevista en el artículo 30 de la ley 1709 de 2014, que modificó el 

artículo 64 de la ley 599 de 2000, en el que; previa valoración de la gravedad de la conducta 

punible, se exige el cumplimiento de los siguientes requisitos: (i) que la persona haya cumplido 

las 3/5 partes de la pena, (ii) que su adecuado desempeño y comportamiento durante el 

tratamiento penitenciario en el centro de reclusión permita suponer fundadamente que no existe 

necesidad de continuar la ejecución de la pena, (iii) que se demuestre el arraigo familiar y social 

y (iv) que se repare la víctima o se asegure el pago de la indemnización mediante garantía 

personal, real, bancaria o acuerdo de pago, salvo se demuestre insolvencia económica.  



 
 
 

 

4.2.- Al unísono la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria decantó sobre el 

instituto jurídico de la libertad condicional, lo siguiente: 

 

“….El artículo 64 del Código Penal (modificado por el artículo 30 de la Ley 1709 de 2014), con la 

exequibilidad condicionada declarada por la Corte Constitucional en la sentencia CC C–757–2014, 

enseña que la finalidad del subrogado de la libertad condicional es permitir que el condenado pueda 

cumplir por fuera del centro de reclusión parte de la pena privativa de la libertad impuesta en la sentencia, 

cuando la conducta punible cometida, los aspectos favorables que se desprendan del análisis efectuado 

por el juez de conocimiento en la sentencia –en su totalidad–, el adecuado comportamiento durante el 

tiempo que ha permanecido privado de la libertad y la manifestación que el proceso de resocialización 

ha hecho efecto en el caso concreto –lo cual traduce un pronóstico positivo de rehabilitación–, permiten 

concluir que en su caso resulta innecesario continuar la ejecución de la sanción bajo la restricción de su 

libertad (artículo 64 numeral 2° del código penal)…Sólo de esa forma se hace palpable la progresividad 

del sistema penitenciario, cuya culminación es la fase de confianza de la libertad condicional, que 

presupone la enmienda y readaptación del delincuente y efectiviza su reinserción a la sociedad, 

lográndose la finalidad rehabilitadora de la pena. La perspectiva en clave de libertad principalmente 

apuesta por las posibilidades de resocialización o reinserción social de la persona que ha cometido una 

infracción delictiva, acorde a máximas de rehabilitación, mientras la visión de seguridad apunta a su 

exclusión social, propias de políticas intimidatorias e inocuizadoras o de aislamiento del condenado, que 

contrarrestan su reintegro a las dinámicas comunitarias…”1 

 

4.3.- En el caso concreto, sobre el cumplimiento del requisito objetivo no existe inconveniente 

alguno, dado que CARREÑO MALAVER purga una pena de 240 meses de prisión, por lo que 

las 3/5 partes equivalen a 144 meses, quantum ya superado, si en cuenta se tiene que a la 

fecha ha descontado un total de 176 meses 25.25 días conforme se dejó sentado en el numeral 

3.4. de la presente determinación.  

 

3.4.- A efectos de valorar el aspecto subjetivo, obra la Resolución N°41001715 del 21 de 

diciembre de 2023 expedida por el Consejo de Disciplina del CPMS BUCARAMANGA, en el 

que se emitió concepto favorable para conceder la libertad condicional al sentenciado, de igual 

forma, se allegó la certificación de conducta del interno que da cuenta que del 12/ de enero al 

11 de julio de 2020 fue calificada en estado de mala y regular, y a partir del 12/07/2020 al 

06/10/2023 la misma ascendió de buena a ejemplar y la cartilla biográfica del mismo en el que 

se registra la clasificación en fase de mínima seguridad.  

 

No obstante, no puede obviarse que mientras se encontraba gozando del permiso de salida del 

penal hasta por 72 horas, y salir a disfrutar del mismo el 16 de marzo de 2019, debiendo 

regresar el 19 siguiente a las 4:00 horas no lo hizo, por lo que mediante Resolución No. 410-

                                                           
1 Sentencia del 27 de julio de 2022. Rad. 61616 (AP3348-2022) MP Fabio Ospitia Garzón. 



 
 
 

000661 de 27 de marzo de 2019 no lo hizo se decretó la fuga de presos y se ordenó su captura 

la que se materializó hasta el 25 de noviembre de 2019; circunstancias que derivaron en la 

revocatoria definitiva del aludido beneficio el 26 de noviembre de 2019. 

 

Así las cosas, es claro que el sentenciado no cuenta con un adecuado desempeño y 

comportamiento durante el tratamiento penitenciario, pues no sólo de antaño incumplió sus 

obligaciones cuando se le concedió el permiso de salida hasta por 72 horas,  y conforme lo 

establece el artículo 150 de la ley 65 de 1993 prevé que el penado que incumpla las obligaciones 

previstas en el programa de institución abierta, de confianza, libertad o franquicia preparatorias, se 

le revocará el beneficio y deberá cumplir el resto de condena sin derecho a la libertad 

condicional y, precisamente, lo anterior se perfecciona en el caso en concreto. 

 

Luego, no hay lugar en el momento a conceder la libertad condicional deprecada, situación que 

provocó el mismo sentenciado, pues es precisamente su comportamiento el que impide que se 

acceda a su ruego, porque resulta difícil confiar en que el proceso resocializador alcanzó su fin, 

cuando aprovechó la concesión de un beneficio para evadirse del cumplimiento de su condena; lo 

que implica que no habría lugar a desgaste argumentativo si en lugar de actuar como se describe, 

hubiese cumplido con las obligaciones adquiridas cuando le fue concedido la gracia, pero como ello 

no sucedió, ahora debe afrontar las consecuencias. 

 

3.5.- En reciente jurisprudencia, la Sala Penal del máximo Tribunal de la Justicia Ordinaria refirió, 

acerca de las fases de rehabilitación y resocialización lo siguiente: 

 

“…Las fases de rehabilitación y resocialización en el proceso penitenciario preparan a los sentenciados para 

la reincorporación a la vida en comunidad y conforme a su carácter progresivo, permite concluir que en los 

diferentes períodos por los que atraviesan va disminuyendo la rigidez en la limitación del derecho a la libertad, 

en especial el de locomoción al interior del establecimiento de reclusión y paulatinamente por fuera de él (Cfr. 

CC T–895–2013 y T–581– 2017). De ese modo, el tratamiento penitenciario posee dos aspectos basilares, 

de un lado, la readaptación social del condenado y, del otro, la relación que hay entre el derecho a acceder a 

programas de estudio y trabajo que permitan redimir pena e incidan en el derecho a la libertad. Es a través 

de la resocialización que la permanencia en los establecimientos de reclusión pasa de ser una simple 

consecuencia jurídica por las conductas del pasado, a convertirse en una oportunidad de integración social 

de la persona que ha incurrido en una conducta lesiva de un bien jurídico penalmente relevante (Cfr. CC A–

121–2018) …”2 

 

3.6.- En conclusión, es precisamente la falencia del sentenciado en su proceso de resocialización 

lo que impide acceder en este momento a la gracia que depreca, pues se confió en su voluntad de 

sujetarse a las obligaciones impuestas cuando accedió al permiso de 72 horas, y contrario a ello, 

desatendió las mismas, lo cual tornó inminente la revocatoria del beneficio como lo hizo el Juzgado 

Quinto homólogo, así que el tiempo que ha trascurrido desde ese último evento, no permite disminuir 

                                                           
2 Auto del 27 de julio de 2022. Rad: 61616 (AP3348-2022) MP. Fabio Ospitia Garzón 



 
 
 

la rigidez en la limitación del derecho a libertad nuevamente, porque parece insuficiente frente al 

incumplimiento de la confianza otorgada por el Estado mientras conseguía cumplir los requisitos 

que le otorgaran la libertad condicional.  

 

Así las cosas, sin que resulte necesario el estudio de los demás presupuestos se negará en esta 

ocasión la solicitud de libertad condicional deprecada al no superarse el factor comportamental 

exigido dentro del tratamiento penitenciario. 

 

En razón y mérito de lo expuesto, el JUZGADO SÉPTIMO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS 

DE SEGURIDAD DE BUCARAMANGA; 

 

R E S U E L V E 

 

PRIMERO: RECONOCER al sentenciado ALVEIRO CARREÑO MALAVER identificado con C.C: 

13.715.866 un periodo de redención de VEINTICINCO PUNTO CINCO DÍAS (25.5 días) por las 

actividades realizadas durante la privación de su libertad. 

 

SEGUNDO: DECLARAR que ALVEIRO CARREÑO MALAVER ha cumplido una penalidad 

de CIENTO SETENTA Y SEIS MESES VEINTICINCO PUNTO CINCO DÍAS (176 meses 25.25 

días) DE PRISIÓN, en lo que respecta al tiempo físico y las redenciones concedidas. 

 

TERCERO: NEGAR la solicitud de libertad condicional deprecada por el sentenciado 

ALVEIRO CARREÑO MALAVER . 

 

CUARTO: ENTERAR a las partes que contra esta decisión proceden los recursos de Ley. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

GABRIEL ANDRES MORENO CASTAÑEDA 

Juez 

 

 


